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Resumen ejecutivo  

Este documento somete a consideración del Consejo Nacional de Política Económica y 

Social (CONPES) la declaración de importancia estratégica del Plan nacional de espacios 

educativos como centros de la vida comunitaria, conformado por los proyectos de inversión: 

(i) Construcción mejoramiento y dotación de ambientes educativos para la implementación de 

estrategias que contribuyan a incrementar la cobertura y calidad en los niveles de preescolar, 

básica y media en el marco de la formación integral en Colombia; y (ii) Mejoramiento de las 

condiciones de infraestructura de las instituciones de educación superior públicas ; 

identificados con los códigos 202400000000081 y 202300000000091, respectivamente, 

en el Banco de Programas y Proyectos de Inversión Nacional (BPIN). 

Lo anterior, con el propósito de fortalecer la oferta de infraestructura educativa oficial 

en términos de suficiencia y adecuación, para superar las limitaciones de espacios educativos 

en los niveles de PBM y superior, con el fin  de contribuir a la garantía del  derecho a la 

educación en condiciones integrales, seguras, accesibles, pertinentes y de calidad.  

El Plan es motivado por  la insuficiencia e inadecuadas condiciones de la oferta de 

infraestructura educativa oficial que limitan la disponibilidad de espacios educativos en todos 

los niveles y afectan la garantía del derecho a la educación  de manera integral, segura, de 

calidad y accesible.  Ello resulta problemático siempre que deriva en: (i) una prestación del 

servicio educativo en un contexto de limitaciones de acceso, calidad y pertinencia; así como 

(ii) un incremento del déficit cuantitativo y cualitati vo de ambientes educativos; (iii) baja 

pertinencia e insuficiencia de la oferta de educación; (iv) bajo tránsito de estudiantes a y entre 

educación media y superior; (v) la persistencia de desigualdades sociales, económicas, 

culturales y ambientales; y (vi) una baja capacidad para dinamizar las economías locales. 

El Plan nacional de espacios educativos  consolida los esfuerzos del Ministerio de 

Educación Nacional para fortalecer los procesos de priorización, formulación e intervención 

de infraestructura educativa oficial de manera articulada para los niveles de preescolar, 

básica, media (PBM), con una inversión de 6,21 billones de pesos; y para educación superior, 

con una inversión de 6,89 billones de pesos, durante un horizonte de 10 años. Para tal fin, 

en sesión del 02 de enero de 2026 el Consejo Superior de Política Fiscal (Confis) otorgó su 

aval fiscal para que el Ministerio gestione vigencias futuras ordinarias y excepcionales entre 

2026 y 2036 por un monto total de 13,11 billones  de pesos corrientes. 

Clasificación  JEL: H52, I22, I28 .  

Palabras clave:  Infraestructura educativa; ambientes de aprendizaje; matrícula; plan nacional de espacios 

educativos, centros de la vida comunitaria; educación integral; calidad y pertinencia educativa; déficit de 

infraestructura educativa; tránsito a educación superior; formación integral; cobertura y pertinencia 

educativa; equidad territorial.  
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Unesco Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura  

Zomac Zonas más afectadas por el conflicto armado 

1.  INTRODUCCIÓN  

En Colombia persiste una deuda histórica en infraestructura educativa que limita la 

calidad, seguridad y accesibilidad para la garantía del  derecho a la educación desde 

preescolar y hasta educación superior. La insuficiencia o las inadecuadas condiciones que 

caracterizan a la oferta de infraestructura educativa oficial, y comprenden el problema central 

a cuya solución aporta el Plan sujeto de declaración de importancia estratégica, limitan de 

manera significativa la disponibilidad de ambientes escolares en todos los niveles educativos. 

Este problema, a su vez,  dificulta la garantía del derecho a la educación en los niveles de 

preescolar, básica y media (PBM) y superior, al tiempo que restringe el disfrute progresivo del 

derecho a la educación en condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad; especialmente 

en municipios intermedios y zonas rurales o de difícil acceso.  

A pesar de los importantes avances en la materia durante la última década, como el 

Plan Nacional de Infraestructura Educativa (PNIE) declarado de importancia estratégica por 

el Documento CONPES 3831 Declaración de importancia estratégica del Plan nacional de 

infraestructura educativa para la implementación de la jornada escolar única1, aprobado en 

2015 ; que estandarizó el modelo Colegio 10  y viabiliz ó la jornada única escolar ; dichos 

esfuerzos resultaron insuficientes para lograr una infraestructura suficiente y adecuada para 

garantizar la prestación del servicio educativo, toda vez que se concentró en ampliar la 

infraestructura para un componente específico de una dimensión escolar de jornada única sin 

abarcar retos fundamentales como : (i)  la universalización de la educación inicial ; (ii)  la 

formación integral a lo largo del ciclo educativo completo; (iii) la articulación de la educación 

media con la superior ; (iv)  la transición educativa ; y (v) las realidades diferenciales de 

territorios rurales, étnicos, el tránsito a la educación superior, entre otros  (Departamento 

Nacional de Planeación [DNP], 2024) .  

Por otro lado, el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2022 -2026 Colombia, potencia 

mundial de la vida . reconoce a la infraestructura educativa como eje de transformación 

territorial y justicia social. La transformación de Seguridad humana y justicia social plantea el 

fortalecimiento de la infraestructura social mediante la diversificación de sus fuentes de 

financiación y la implementación de mecanismos innovadores de gestión, incluyendo 

esquemas de asociaciones público-privadas. En el ámbito educativo, el PND propone superar 

los rezagos físicos y tecnológicos en todos los niveles con énfasis en la ruralidad, así como 

 
1 Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Económicos/3831.pdf . 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Económicos/3831.pdf
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avanzar en la formalización de títulos y en el fortalecimiento de los sistemas de información 

del sector. También redefine las instituciones educativas como: (i) territorios protectores, 

seguros, de paz y reconciliación, y abiertos a la participación; (ii) vehículos de reconocimiento 

de la diversidad de saberes  y de diálogo con las comunidades , que incorporan modelos 

constructivos sostenibles y ambientalmente responsables; y (iii) orientados al cierre de brechas 

históricas y a la consolidación de la escuela  y la universidad como centros de la vida 

comunitaria. 

En ese contexto, el Plan nacional de espacios educativos como centros de la vida 

comunitaria, conformado por los proyectos de inversión: (i) Construcción mejoramiento y 

dotación de ambientes educativos para la implementación de estrategias que contribuyan a 

incrementar la cobertura y calidad en los niveles de preescolar, básica y media en el marco 

de la formación integral en Colombia; y (ii) Mejoramiento de las condiciones de infraestructura 

de las instituciones de educación superior públicas ; identificados con los códigos 

202400000000081 y 202300000000091 , respectivamente, en el Banco de Programas y 

Proyectos de Inversión Nacional (BPIN), se articula con políticas previas  al tiempo que se 

diferencia de ellas . Mientras retoma las lecciones del PNIE también amplía su alcance al 

integrar educación, cultura, deporte y ambiente en un modelo de infraestructura en armonía 

con las condiciones comunitarias, locales, regionales y nacionales.  

Esta propuesta busca transformar las instituciones educativas en equipamientos sociales 

multifuncionales, capaces de ofrecer aulas, bibliotecas, espacios culturales, deportivos y 

ambientales que fortalezcan la cohesión social y promuevan el desarrollo humano integral y 

la paz en los territorios. De esa manera, el alcance del Plan es doble; por una parte, atiende 

las brechas que persisten en los niveles de PBM y superior, muchas veces agudizadas en 

territorios rurales, étnicos y de frontera; y por otra, consolida a los espacios educativos como 

centros de vida comunitaria, en concordancia con los artículos 67, 70 y 52 de la Constitución 

Política de Colombia,  que reconocen la educación, la cultura y el deporte como derechos 

fundamentales y funciones sociales del Estado.  Las intervenciones contempladas incluyen 

procesos integrales de planeación, priorización y formulación de proyectos, así como 

ejecución de obras nuevas, ampliaciones, mejoramientos, dotaciones y acciones de gestión 

predial y titulación. Estos procesos se complementan con esquemas de seguimiento, control y 

cierre de proyectos que buscan garantizar la sostenibilidad, articulación territorial y eficiencia 

en el uso de los recursos públicos. 

Con el desarrollo de las intervenciones previstas , orientadas al planeamiento, 

estructuración e implementación de proyectos integrales de infraestructura, en el marco de los 

proyectos de inversión que integran la declaratoria de importancia estratégica; se impactarán 

de manera integral 3.184 sedes de instituciones educativas oficiales de PBM, y se beneficiará 
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a una población estimada de 1.008.436 estudiantes en 32 departamentos y 609 municipios 

del país. Adicionalmente, se intervendrán 114 proyectos de infraestructura en educación 

superior, con el fin de beneficiar aproximadamente a 170.000 estudiantes en 29 

departamentos y 83 municipios. Estas acciones se concentrarán prioritariamente en territorios 

excluidos, municipios del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), zonas rurales 

y regiones con mayores brechas y barreras en la garantía del derecho a la educación. 

Por otro lado, en sesión del 02 de enero de 2026 el Consejo Superior de Política Fiscal 

(Confis) autorizó al Ministerio de Educación Nacional para que gestione vigencias futuras 

ordinarias y excepcionales por un monto total de 13,11 billones de pesos  corrientes entre 

2026 y 2036 . Este respaldo constituye el soporte financiero indispensable para la ejecución 

del Plan y, de acuerdo con lo previsto en los artículo s 10 y 11 de la Ley 819 de 2003 2 y1 

2.8.1.7.1.2. y 2.8.1.7.1.3. d el Decreto 1068 de 2015 3, habilita al Gobierno nacional para 

someter a consideración del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) la 

declaratoria de importancia estratégica de los proyectos de inversión relacionados con dicha 

autorización. 

Este documento se estructura en cinco secciones, incluida esta introducción. En la 

segunda sección se presentan los antecedentes relacionados con el Plan y la justificación de 

su declaración de importancia estratégica. La tercera sección presenta el marco conceptual 

que permite comprender mejor el alcance de la intervención; mientras que la cuarta sección 

constituye el diagnóstico en el que se analiza el estado actual de la infraestructura educativa 

y se identifican los principales rezagos y problemáticas que afectan su provisión en los distintos 

niveles del sistema educativo. En la quinta sección se describe la intervención de política 

pública, en términos de sus objetivos, plan de acción, beneficios esperados, esquema de 

seguimiento y marco de financiación. Finalmente, la sexta sección presenta las 

recomendaciones al CONPES. 

2.  ANTECEDENTES Y JUSTIFICACIÓN 

El Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria  se 

enmarca en las apuestas estratégicas de transformación educativa y territorial del país, con el 

propósito de consolidar a las instituciones educativas como núcleos integrales de desarrollo 

social, cultural y comunitario. La iniciativa busca  superar las limitaciones históricas de la 

infraestructura escolar en Colombia y avanzar hacia un modelo de equipamientos sociales 

 
2 Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se 

dictan otras disposiciones. 

3 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público. 
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multifuncionales que integren espacios pedagógicos, culturales, deportivos, ambientales y 

tecnológicos, que promuevan la cohesión social, la equidad territorial y la justicia social. Estos 

equipamientos facilitarán la consolidación de trayectorias educativas completas, e impulsarán 

el desarrollo regional desde los territorios, al tiempo que se avanza hacia una sociedad del 

conocimiento inclusiva que permee todo el territorio nacional. 

Colombia ha avanzado de manera decidida para crear las condiciones que garanticen 

el ingreso a la educación a todos los colombianos, particularmente en los niveles de PBM. Esta 

intención es explícita en el artículo 67 de la Constitución Política de 1991, que señala que la 

educación constituye un derecho fundamental y un servicio público con función social, 

orientado a garantizar que todas las personas puedan acceder al conocimiento, la ciencia, la 

técnica y a los valores y bienes culturales del país . A cont inuación, se presentan los hitos 

normativos y de política pública más relevantes en el sentido planteado, sus mayores logros y 

desafíos; así como el vacío de política pública que justifica las intervenciones contempladas 

en el Plan. 

2.1.  Antecedentes  

2.1.1.  Antecedentes del marco normativo  

El Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria , 

reconoce que la infraestructura educativa, cultural y deportiva se constituye en un pilar 

fundamental para el desarrollo humano, la cohesión social y el cierre de brechas territoriales. 

En ese sentido, identifica a l as instituciones educativas como equipamientos estratégicos 

capaces de articular servicios esenciales; promover la participación comunitaria; y potenciar 

el acceso a oportunidades educativas, culturales y recreativas. As í mismo, enfatiza la 

necesidad de transformar estos espacios en entornos seguros, multifuncionales y sostenibles, 

que respondan a las particularidades territoriales y contribuyan a garantizar el ejercicio pleno 

de derechos, especialmente en zonas rurales, dispersas y de alta vulnerabilidad social. 

En su rol como instrumento fundamental y sustantivo que consagra los derechos básicos 

de carácter civil, político, social, económico y cultural ; en su artículo 26 la Declaración 

Universal de Derechos Humanos de 1948 reconoce que la educación constituye un derecho 

humano esencial y universal, inherente a todas las personas. Esta concepción respecto del 

derecho a la educación se reafirma en otros instrumentos internacionales como: (i) el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art ículo 13); (ii) el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 18); (iii) la Convención sobre los Derechos 

del Niño (art ículos. 19, 20, 23, 24, 28, 29, 32 y 33); (iv) la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 26); (v) la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
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Todas las Formas de Discriminación Racial (art ículos 5 y 7); (vi) la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (art ículos. 5, 10, 14 y 

16); y ( vii) el Convenio 111 de la Organización Internacional del Trabajo  sobre la 

Discriminación (empleo y ocupación) (artículo 3). 

El ordenamiento jurídico colombiano orienta las políticas públicas de educación en todos 

los niveles a partir de las disposiciones de la Constitución Política de 1991, cuyo artículo 67 

reconoce la educación como un derecho fundamental y un servicio público con función social; 

cuya garantía involucra al Estado, la sociedad y la familia. Estas disposiciones se articulan 

con el marco legal que regula el sistema educativo en su conjunto, y otorga a la educación 

una especial relevancia para el desarrollo individual, la cohesión social y el progreso del país. 

 La Ley 115 de 19944, regula el servicio público educativo, concebido como un proceso 

integral que abarca funciones pedagógicas, culturales y recreativas. En artículos como el 30, 

32, 138, 158,179, 185, entre otros, l a norma dispone que los establecimientos educativos 

deben contar con planta física adecuada, bibliotecas e infraestructura artística y deportiva; 

además, promueve la participación comunitaria en la vida escolar y establece lineamientos 

de financiación medi ante fondos educativos regionales y concurrencia de recursos de 

entidades territoriales. 

El alcance de dicha ley, también conocida como Ley general de educación, que regula 

el deber del Estado de garantizar el acceso a la educación , es amplio y complejo. Este 

comprende diversas responsabilidades, que van desde la creación de instituciones educativas 

públicas hasta la obligación  de asegurar que todas las instituciones, públicas y privadas , 

cumplan con los estándares mínimos requeridos para la adecuada prestación del servicio 

educativo en sus distintos niveles. En este contexto, el Estado debe ga rantizar que cada 

institución educativa cuente con la capacidad necesaria para prestar el servicio educativo de 

manera adecuada, lo que incluye , entre otros aspectos, la verificación de la infraestructura 

disponible.  

En ese sentido, desde el marco normativo, la infraestructura educativa debe concebirse 

como un equipamiento integral, con dimensiones pedagógicas, culturales, deportivas, 

ambientales y comunitarias; necesarias para la garantía del derecho a la educación que no 

solo ofrezca aulas y servicios básicos; sino también, espacios que fomenten un aprendizaje 

seguro, equitativo e inclusivo; y que integren dimensiones cognitivas, emocionales, sociales y 

físicas para formar individuos plenos y capacitados para el futuro. 

 
4 Por la cual se expide la ley general de educación. 
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Por otro lado , en 2012 la Sentencia T-068 de la Corte Constitucional  reforzó el 

reconocimiento constitucional de la educación como un derecho sujeto de protección al 

destacar que: (i) el derecho a la educación se reconoce como un derecho fundamental que 

goza de especial protección por parte del Estado; y que (ii) puede ser garantizado mediante 

la acción de tutela. As í mismo, se afirma que la educación: (iii) constituye una condición 

indispensable para el ejercicio efectivo de otros derechos fundamentales; y (iv) se configura 

como un servicio público orientado al cumplimiento de fines esenciales del Estado. Así, su 

contenido esencial comprende no solo el acceso al sistema educativo, sino también la 

permanencia en este en condiciones que aseguren una formación adecuada; al tiempo que  

define deberes y responsabilidades compartidas entre los distintos actores que participan en 

el proceso educativo. 

Así, y en concordancia con los principios constitucionales y la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, entre las más relevantes las sentencias T-511  de 2023, que ratifica que las 

carencias estructurales de infraestructura escolar constituyen una vulneración del derecho 

fundamental a la educación ; y la T Ȥ142  de 20 24, que resolvi ó que fallas graves en la 

infraestructura escolar vulneran el derecho a la educaci ón y ponen en riesgo la integridad 

física de estudiantes y docentes; se puede afirmar que el Estado, articulado con sus entidades 

territoriales, debe garantizar la disponibilidad de infraestructura básica para asegurar el 

acceso efectivo a los derechos fundamentales. 

Educación PBM y media técnica  

Con el objetivo de verificar la capacidad de las instituciones educativas, la Ley 115 de 

1994 supedita la prestación de servicios educativos al cumplimiento de varios criterios, que, 

entre otros, implican la obtención de avales relacionados con su infraestructura. Es el caso del 

parágrafo 1 de l artículo 32, que señala que la disponibilidad de infraestructura adecuada es 

habilitante para creación de instituciones que presten servicios de educación media técnica, 

así como para la adhesión de nuevas modalidades del servicio y la oferta de programas 

académicos. La Ley también define que el servicio público de educación media técnica debe 

articularse con el Servicio Nacional de Aprendizaje o las entidades de formación para el 

trabajo y del sector productivo, para garantizar procesos formativos pertinentes y de calidad. 

De manera similar, el artículo 84 de la misma Ley establece que la infraestructura física 

debe ser evaluada con el fin de garantizar mejoras en la prestación del servicio y la calidad 

educativa; mientras que el artículo 138 plantea que los establecimientos educativos deben  

disponer de una infraestructura que cumpla con los requisitos mínimos exigidos por el 

Ministerio de Educación Nacional, de modo que cada establecimiento cuente con la estructura 
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administrativa, la planta física y los medios educativos para garantizar una formación de 

calidad.  

Por otro lado, el artículo 15 de la Ley 715 de 2001 5 establece que los recursos de la 

bolsa de prestación del servicio educativo del Sistema General de Participaciones (SGP), se 

deben destinar a actividades dentro de las que se incluye la construcción de infraestructura 

educativa, su mantenimiento, el pago de servicios públicos y los gastos de funcionamiento de 

los establecimientos educativos. Esto aplica también para la bolsa de calidad matrícula, cuyos 

recursos pueden ser utilizados para la construcción, ampliación, adecuación, mantenimiento 

y dotación institucional de infraestructura. En el caso de la bolsa de calidad gratuidad , el uso 

de los recursos para el mejoramiento y adecuación de infraestructura está permitido siempre 

y cuando se cuente con un estudio técnico aprobado por la entidad territorial certificada en 

educación (ETC).  

Por otro lado, la Ley 1804 de 2016 6, define la política estatal para la atención integral 

de la primera infancia y reconoce a la educación inicial como un derecho de los niños y niñas 

menores de 6 años. En ese sentido, la educación inicial se concibe como un proceso educativo 

continuo y orientado al desarrollo de capacidades y potencialidades, a través del juego, el 

arte, la literatura y la interacción con el entorno y la familia como eje fundamental. Así mismo, 

identifica a los entornos físicos, sociales y culturales7 como espacios clave donde se concretan 

las acciones de política pública en la materia y se promueve el desarrollo integral de la primera 

infancia. 

Educación superior 

En materia de educación superior, los artículos 2 y 6 de la Ley 30 de 1992 8 establecen 

que la educación superior es un servicio público cuya finalidad es el acceso y permanencia a 

tal servicio en un contexto de prestación con calidad. Lo anterior, con el propósito de promover 

el desarrollo integral de la sociedad y garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales 

de los ciudadanos, especialmente en lo relacionado con la  finalidad social del Estado 

colombiano, en términos de bienestar, prestación del servicio público, protección de derechos, 

 
5 Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 

151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones 

para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros. 

6 Por la cual se establece la política de Estado para el desarrollo integral de la primera infancia de Cero a Siempre 

y se dictan otras disposiciones. 

7 Como el hogar, la salud, la educación y el espacio público. 

8 Por la cual se organiza el servicio público de la educación superior. 
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participación ciudadana y orden social. Lo anterior, circunscrito al ya citado artículo 67 de la 

Constitución Política.  

De acuerdo con lo establecido en la Ley 30 de 1992, el deber del Estado en materia 

de educación superior adquiere un nuevo enfoque. De ese modo, si bien el Estado conserva 

la facultad de crear instituciones educativas y de ejercer la vigilancia sobre el cumplimiento 

de los requisitos mínimos para la prestación del servicio educativo9, en el caso de la educación 

superior esta función se encuentra mediada por el principio de autonomía universitaria que 

orienta el actuar de las instituciones de educación superior (IES).  

La autonomía universitaria se encuentra regulada en el artículo 28 y subsiguientes de la 

Ley 30 de 1992  que establece que las universidades, en consonancia con lo previsto en la 

Constitución Política, tienen la facultad para: (i) definir y modificar sus estatutos; (ii) designar 

sus autoridades académicas y administrativas; (iii)  organizar y desarrollar sus programas 

académicos; y (iv)  orientar sus actividades formativas, docentes, científicas y culturales. 

Además, les corresponde: (v) otorgar títulos; (vi) seleccionar a sus profesores; (v) admitir a los 

estudiantes; (vi)  establecer sus regímenes internos; y (vii) administrar sus recursos. Todo lo  

anterior, con el fin de cumplir su misión social y su función institucional. 

En este contexto, el deber estatal de administración pública en materia de fomento a la 

educación superior adquiere un carácter colaborativo con las IES. Esta relación se basa en 

acuerdos y mecanismos de cooperación que permitan garantizar la adecuada prestación del 

servicio educativo. Así, el Estado requiere la participación activa de las IES en tanto son las 

entidades, públicas o privadas, que materializan el acceso efectivo al derecho a la educación. 

A su vez, las IES encuentran en esta relación un interés legítimo por acceder a apoyos estatales 

que fortalezcan su capacidad para ofrecer servicios de educación superior con calidad y 

equidad. 

Esta relación conjunta implica diversos deberes, uno de los cuales se refiere a  la 

capacidad del Estado para financiar proyectos de educación superior , así como a su  

obligación de garantizar el financiamiento necesario para promover estándares de calidad 

en la prestación del servicio y asegurar el reconocimiento efectivo del derecho a la educación. 

Esto se encuentra contemplado en el artículo 86 de la Ley 30 de 1992 , que establece que los 

presupuestos de las universidades nacionales, departamentales y municipales se conforman 

por: (i) los aportes del presupuesto nacional destinados a funcionamiento e inversión; (ii) los 

recursos proporcionados por las entidades territoriales; y (iii) los ingresos propios generados 

por cada institución. 

 
9 Tanto de entidades públicas como privadas. 
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86  de la citada Ley , las instituciones de 

educación superior, universidades estatales u oficiales, deben recibir anualmente aportes tanto 

del Presupuesto General de la Nación como de las entidades territoriales, los cuales deben 

representar un incremento real en términos constantes respecto a los presupuestos vigentes 

desde 1993. Ello establece a esa financiación como una fuente clave para el mantenimiento 

de la relación entre las IES públicas y el Estado, y como u na expresión clara de los 

compromisos orientados al fortalecimiento de los mecanismos de acceso a la educación 

superior en el territorio.  

Por último, dado que la infraestructura se concibe como todas las acciones que permiten 

mejorar las instalaciones físicas y tecnológicas de las IES y que ello impacta en dos 

dimensiones fundamentales que sustentan la educación superior como derecho, a saber: (i) la 

asequibilidad; y (ii) la accesibilidad; en 2018 el Ministerio de Educación Nacional publicó la 

Norma Técnica Colombiana (NTC) 6714 10. Esta norma define los requisitos para la 

elaboración de planes de infraestructura física, con el fin de fortalecer el desarrollo, la mejora 

y el mantenimiento de las instalaciones físicas que sustentan la misión y visión de las IES. Su 

aplicación orienta la formulación y estructuración de proyectos de inversión que contemplen 

un componente de intervenciones arquitectónicas, estructurales y urbanísticas tales como: (i) 

la rehabilitación ; (ii)  la adecuación ; (iii)  el mejoramiento; (iv)  el mantenimiento; y (v) la 

construcción o el reforzamiento estructural de la infraestructura de las IES; así como (vi) la 

integración de acciones que contribuyan a la prestación inclusiva del servicio de educación, 

de manera organizada y articulada, a la eficiencia en el gasto  y a la disposición de 

infraestructura para la óptima prestación del servicio de educación superior con calidad.  

En conjunto, este marco normativo evidencia que la infraestructura educativa debe 

concebirse como un equipamiento integral, con dimensiones pedagógicas, culturales, 

deportivas, ambientales y comunitarias; habilitantes para que la garantía del derecho a la 

educación no se limite a ofrecer aulas y servicios básicos, sino que también provea espacios 

que fomenten un aprendizaje seguro, equitativo e inclusivo, e integre dimensiones cognitivas, 

emocionales, sociales y físicas para formar individuos plenos y capacitados para el futuro. 

2.1.2.  Antecedentes del marco de referencia  

El Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria  se 

fundamenta en referentes conceptuales, normativos y programáticos que han orientado la 

política educativa y social en Colombia durante las últimas décadas, y que permiten 

comprender la infraestructura educativa como un eje integral de cohesión y transf ormación 

 
10 Elaboración de planes de infraestructura física para las instituciones de educación superior. 
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territorial. En cuanto a las acciones de política impulsadas desde el sector educativo para la 

construcción y mejoramiento de infraestructura escolar, es importante señalar que el país 

asumió el compromiso de avanzar en la universalidad y acceso a la educación en todos los 

niveles educativos, así como de propiciar condiciones de infraestructura educativa pertinente, 

como condición indispensable para la garantía del derecho pleno y el cumplimiento de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)11.  

El PND 2010 -2014 Prosperidad para todos incorporó, dentro del componente de 

aseguramiento de la calidad, la apuesta de promover la construcción y adecuación de 

ambientes educativos pertinentes. No obstante, aunque durante su vigencia se avanzó en la 

construcción de colegios nuevos y en el mejoramiento de algunas infraestructuras, ni el PND 

ni las convocatorias adelantas por el Ministerio de Educación Nacional mediante la Resolución 

10281 de 2016 12 o reportes de ejecución evidencian la existencia de una política 

estructurada en materia de infraestructura educativa, ni criterios claros de diagnóstico, 

priorización o implementación de proyectos articulados de manera sistemática con las 

políticas y estrategias sectoriales de educación orientadas a mejorar la cobertura, calidad y 

permanencia. 

Posteriormente, el PND 2014-2018 Todos por un nuevo país consolidó la meta de la 

jornada única y promovió el PNIE, declarado de importancia estratégica en el Documento 

CONPES 3831 Declaración de importancia estratégica del Plan Nacional de Infraestructura 

Educativa para la implementación de la jornada única escolar, aprobado en 2015. El citado 

documento CONPES introdujo el modelo Colegio 10  como estándar para la construcción y 

adecuación de colegios  de acuerdo con un modelo de infraestructura funcional y 

estandarizada y con el propósito de lograr el desarrollo pe dagógico y de aprendizaje para 

el ciclo completo desde preescolar hasta el grado 11. 

Por su parte, el PND 2018 -2022 Pacto por Colombia, pacto por la equidad  dio 

continuidad a los esfuerzos del PNIE e impulsó la culminación de proyectos de jornada única 

que ya venían en ejecución. El artículo 184 de la Ley 1955 de 2019 13 que sancionó el PND 

citado, modificó el artículo 59 de la Ley 1753 de 2015 14 para fortalecer el Fondo de 

Financiamiento de la Infraestructura Educativa (FFIE) a través de  mecanismos como: (i)  la 

 
11 El compromiso del país con el cumplimiento de los ODS motivó el Documento CONPES 3918 Estrategia para 

la implementación de los objetivos de desarrollo sostenible ( ODS) en Colombia, disponible en: 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Económicos/3918.pdf .  

12 Por la cual se establecen las reglas de financiación, cofinanciación y ejecución de las obras de infraestructura 

educativa en el marco del Plan Nacional de Infraestructura Educativa. 

13 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-нлннΦ άtŀŎǘƻ ǇƻǊ /ƻƭƻƳōƛŀΣ tŀŎǘƻ ǇƻǊ ƭŀ 9ǉǳƛŘŀŘέΦ 

14 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-нлму ά¢ƻŘƻǎ ǇƻǊ ǳƴ ƴǳŜǾƻ ǇŀƝǎέΦ 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Económicos/3918.pdf
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participación de representantes de entidades territoriales en su Junta Directiva; (ii) la mejora 

de la coordinación y articulación con los territorios; (iii) la definición de  criterios de 

priorización para la estructuración y ejecución de proyectos con énfasis en iniciativas de zonas 

rurales dispersas; y (iv) la implementación de un sistema adecuado de rendición de cuentas. 

Por su parte, con la Resolución 7130 de 2021 15 se buscó la gestión de mejoramientos en 

zonas rurales derivados de convocatorias cerradas en sedes escolares oficiales (Ministerio de 

Educación Nacional, 2022) . 

Finalmente, el PND 2022 -2026  retoma estas lecciones y redefine el papel de las 

instituciones educativas al concebirlas como territorios seguros, protectores y de paz, que 

deben articular educación, cultura, deporte y ambiente. La trasformación de Seguridad 

Humana y Justicia Social plantea un nuevo modelo de infraestructura social multifuncional, 

sostenible y resiliente, con énfasis en la equidad territorial y en la participación comunitaria. 

Además, reconoce que la infraestructura educativa debe trascender la jornada escolar para 

convertirse en catalizador de inclusión, diálogo intercultural y construcción de ciudadanía. 

Por su parte, l os artículos 123 y 124 de la Ley 2294 de 2023 16 disponen, 

respectivamente: (i)  avanzar de manera particular en el acceso a la educación superior 

mediante la implementación de la política de gratuidad; y (ii) fortalecer financieramente a las 

IES públicas. El propósito del PND es convertir al país en una nación líder, a partir de la 

construcción de un nuevo contrato social que propicie la superación de injusticias y exclusiones 

históricas y que ha puesto en un eje estratégico la transformación de la educación superior y, 

en particular, el avance hacia la educación superior como un derecho fundamental progresivo. 

En particular, el artículo 124  de la citada Ley dispone que la nación p uede distribuir 

recursos adicionales orientados a financiar proyectos de inversión que promuevan el 

fortalecimiento de la calidad de las IES, incluidos proyectos de infraestructura. En respuesta a 

ello, en 2023 el Ministerio de Educación Nacional diseñó la estrategia Educación Superior 

en tu Territorio con el objetivo de garantizar que los jóvenes de todas las regiones del país, 

especialmente de las poblaciones más vulnerables, pud iesen acceder a una educación 

superior de calidad y pertinente para la libertad y la dignidad  (Ministerio de Educación 

Nacional, 2025) . Así, la estrategia se propuso contribuir en el cierre de las brechas sociales 

y promover la equidad territorial.  

 
15 Por la cual se convoca a las Entidades Territoriales Certificadas y municipios, para que postulen sus residencias 

escolares, sedes de instituciones educativas rurales y sedes de instituciones educativas urbanas en municipios de 

alta demanda rural, con el fi n de obtener la financiación o cofinanciación de recursos para el mejoramiento de 

infraestructura escolar oficial. 

16 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-нлнс ά/ƻƭƻƳōƛŀ tƻǘŜƴŎƛŀ aǳƴŘƛŀƭ ŘŜ ƭŀ ±ƛŘŀέΦ 
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La estrategia, que actualmente se encuentra en implementación, busca mejorar el acceso 

a la educación superior en áreas vulnerables, pero se enfrenta a desafíos como la distancia 

de los estudiantes a las instituciones educativas y altos índices de deserción escolar en zonas 

rurales. Por ello,  también se centra en fortalecer las capacidades de las IES para  que 

dispongan de  mecanismos que permitan un avance sostenido hacia la maximización de 

oportunidades para los jóvenes y genera las condiciones instituciona les, de infraestructura 

física y tecnológica necesarias,  para brindar oferta en zonas apartadas, así como las 

condiciones normativas para disponer de una oferta educativa dinámica, con enfoque 

territorial y poblacional y que responda con mayor oportunidad y pertinencia a las demandas 

de los territorios y a las preferencias de los jóvenes.  

2.2.  Justificación 

La formulación del Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida 

Comunitaria contribuirá a la  consolidación de  la infraestructura educativa como un activo 

estratégico del desarrollo territorial orientado al  cierre de brechas sociales y territoriales, la 

garantía de trayectorias educativas completas, el fortalecimiento de la cohesión social y la 

construcción de paz. En este sentido, su declaratoria de importancia estratégica se sustenta 

en criterios técnicos y legales que aseguran su pertinencia y viabilidad en el marco de  lo 

dispuesto por el PND 2022 -2026 . 

En primer lugar, el Plan se fundamenta en el marco normativo vigente, previamente 

expuesto, y plantea un enfoque de intervención que supera las limitaciones identificadas en 

experiencias e iniciativas anteriores. En particular, el Plan reconoce que la infraestructura 

educativa no debe concebirse únicamente desde su dimensión física, sino como u n bien 

público y comunitario, que, articulado con programas pedagógicos pertinentes y con la 

participación activa de las comunidades, contribuye al fortalecimiento del tejido social y a la 

dinamización del desarrollo territorial. Bajo este enfoque, los espacios educativos se 

configuran como plataformas para la prestación de servicios educativos integrales, el 

encuentro comunitario y la construcción de capital social, en coherencia con las apuestas del 

Gobierno nacional en materia : (i)  de dignificación de la labor docente ; (ii)  ampliación de 

oportunidades para niñas, niños, adolescentes y jóvenes; y (iii) fortalecimiento de capacidades 

institucionales y comunitarias en los territorios. 

En segundo lugar, el Plan se alinea de manera directa con la transformación de 

Seguridad Humana y Justicia Social del PND 2022ς2026, en tanto promueve: (i) la creación 

y adecuación de ambientes de aprendizaje orientados al desarrollo comunitario, la vida y la 

paz; y (ii) contribuye al mejoramiento de las condiciones para el acceso, la permanencia, la 

calidad y la graduación en la educación pública. En este marco, el Plan Nacional de Espacios 
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Educativos como Centros de la Vida Comunitaria  se constituye en una herramienta 

estructurante para hacer efectivo el derecho a la educación desde una perspectiva territorial. 

Lo último, siempre que  propone espacios educativos seguros, protectores y abiertos, que 

fomenten el encuentro intergeneracional, el diálogo social, la participación efectiva de las 

comunidades y el reconocimiento de saberes diversos. Adicionalmente, el Plan guarda 

coherencia con lo dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 2294 de 2023, en relación 

con el fortalecimiento de la educación superior pública y la ampliación de condiciones de 

acceso y permanencia, particularmente en territorios históricamente rezagados. 

Desde la dimensión fiscal, y dada la magnitud y el carácter estructural de las inversiones 

asociadas, la implementación del Plan requiere una programación financiera de mediano y 

largo plazo. La financiación de los proyectos de inversión que conforman el Plan demandan 

la aprobación de vigencias futuras ordinarias y excepcionales, de conformidad con lo 

establecido en la Ley 819 de 2003 y el Decreto 1068 de 2015, así como del aval previo y 

favorable del Confis. La inversión estimada, cercana a los 13,11 billones de pesos corrientes, 

hace indispensable su ejecución multianual, en concordancia con el Marco Fiscal de Mediano 

Plazo (MFMP) y el Marco de Gasto de Mediano Plazo (MGMP) del sector, de modo que se 

garantice la sostenibilidad fiscal de su financiamiento, la consistencia con las metas de deuda 

pública y la adecuada planeación presupuestal.  

Al respecto, se precisa que: (i) los proyectos mencionados se encuentran incorporados 

en el MGMP sectorial y alineados con los programas estratégicos definidos para el sector 

educativo; y que (ii) el aval fiscal del Confis al Ministerio de Educación Nacional para avanzar 

en la presentación del Plan al CONPES con miras a obtener su declaración de importancia 

estratégica y en la gestión de las vigencias futuras citadas y hasta por el monto ya 

mencionado, puede consultarse en el Anexo B de este documento. 

De manera complementaria, el Plan no solo está orientado a atender déficits 

cuantitativos y cualitativos en infraestructura educativa, sino también a asegurar la continuidad 

y sostenibilidad de las inversiones en territorios rurales, étnicos y priorizados,  incluidos 

aquellos vinculados a los PDET, en donde las brechas en cobertura, calidad y condiciones de 

habitabilidad educativa son más profundas. En este sentido, la declara ción de importancia 

estratégica del Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria  

permite establecer una senda clara y previsible de financiación hasta el año 2036, que 

reducirá la dependencia de apropiaciones anuales y mitigará los riesgos de fragmentación o 

discontinuidad en la ejecución, lo cual resulta determinante para el cierre de brechas 

estructurales y la superación del rezago histórico en estos territorios. 
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En conclusión, el sustento técnico del Plan, su coherencia con los objetivos y 

transformaciones del PND 2022ς2026, y la programación fiscal de largo plazo avalada por 

el Confis mediante comunicación de la Secretaría Ejecutiva del Confis del 02 de enero de 

2026 ( Anexo B de este documento), constituyen elementos determinantes para justificar su 

declaración de importancia estratégica por parte del CONPES. Esta decisión no solo 

garantiza la viabilidad económica y fiscal del Plan, sino que también reconoce su po tencial 

transformador para consolidar a la escuela y  las IES, como espacios de vida comunitaria, 

equidad territorial y construcción de paz, con impactos sostenibles en el desarrollo social del 

país. 

3.  MARCO CONCEPTUAL 

Varios estudios señalan la importancia de la infraestructura para la retención de los 

estudiantes. El Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo de la Organización de 

las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco)17, que tuvo como 

objetivo principal evaluar el desempeño de los estudiantes de educación primaria en las áreas 

de matemáticas y lenguaje, así como identificar factores que pudieran influir en su rendimiento; 

encontró que la infraestructura escolar y la disponibilidad de recursos pedagógicos estaban 

fuertemente relacionados con el rendimiento académico de los estudiantes (Unesco, 2010). 

En particular, encontró que las escuelas con mejores instalaciones y recursos pedagógicos 

posibilitaban mejores aprendizajes escolares, así como mayor probabilidad de completar la 

educación primaria y continuar con la secundaria.  

Por su parte, los resultados 2017 del mismo estudio, permitieron concluir que en América 

Latina solo el 5 % de los estudiantes rurales asisten a escuelas con categorías en el nivel 

suficiente18, comparado con el 62 % del sector privado urbano  (Unesco, 2017). Además, 

señala que existe una relación positiva entre las categorías de conexión a servicios, espacios 

pedagógicos y académicos y los puntajes de los estudiantes (Unesco, 2017). 

Otro estudio denominado Effect of school infrastructure on pupil enrolment in universal 

primary education schools: a case of Mbarara city, Uganda , encontró que la infraestructura 

escolar es un factor importante en la matriculación de estudiantes en las escuelas primarias de 

ese país; por lo que estos son más propensos a matricularse en escuelas con condiciones 

 
17 Unesco por las iniciales de su nombre en inglés:  United Nations Educational, Scientific, and Cultural 

Organization . 

18 Según el mencionado estudio, se entiende como suficiencia de los recursos físicos de las escuelas a los insumos 

de infraestructura, como electricidad, agua, energía, tecnología y espacios de aprendizaje, entre otros similares, 

que se requieren para para crear un ambiente favorable para el aprendizaje (Unesco, 2017) . 
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adecuadas, en términos de sus  aulas, letrinas, agua y saneamiento (Nasuna, Arinaitwe, 

Barigye, & Kyayemagye, 2022) .  

En el caso de educación superior, también existe evidencia de la necesidad de extender 

la oferta de formación a las zonas con menor acceso a la misma. La publicación The role of 

higher education in promoting lifelong learning for all  de la Unesco  (2015)  destaca que la 

educación superior puede ayudar a reducir la pobreza, al mejorar la calidad de vida de las 

personas y las comunidades. El estudio sostiene que la educación superior puede mejorar el 

acceso a servicios básicos como la salud y la vivienda, y también puede pro mover la 

participación ciudadana y la democracia.  

En línea con la perspectiva de posicionar la educación superior como derecho, la 

Unesco (2022)  ha planteado la necesidad de apostarle a la transformación de la educación 

desde un enfoque de justicia social a partir de cuatro dimensiones , que comprenden : (i) 

asequibilidad; (ii)  accesibilidad; (iii) aceptabilidad ; y (iv) adaptabilidad . El componente de 

infraestructura le apunta a dos de estos pilares. En primer lugar, a la accesibilidad, entendida 

como que las instituciones lleven a cabo esfuerzos reales para apoyar a los grupos que 

merecen equidad. En segunda instancia, la infraestructura educativa también contribuye a la 

asequibilidad, entendida como que los centros educati vos cuenten con infraestructuras, 

profesores formados, material didáctico y se encuentren adecuadamente financiados (Unesco, 

2022) . 

Así mismo, la teoría de los bienes comunes de Elinor Ostrom constituye un marco 

esencial para analizar las implicaciones colectivas de los bienes de uso común, como en el 

caso de la infraestructura educativa y social. Sus investigaciones evidencian que las 

comunidades son capaces de autoorganizarse, crear reglas co mpartidas y gestionar 

sosteniblemente recursos de uso común (Ostrom, 2000) . Además, evidencia que, cuando 

dichos bienes comunes son administrados de forma común disminuyen la exclusión y 

mantienen el bienestar comunitario (Ostrom, 2000) . Trasladada al ámbito educativo, esta 

perspectiva permite reconocer a las escuelas y espacios comunitarios no únicamente como 

bienes públicos administrados por el Estado, sino como recursos colectivos anclados al 

territorio, cuyo sostenimiento y eficacia dependen de la participación, la corresponsabilidad 

y las reglas sociales construidas en conjunto.  

De igual manera , el concepto de vida comunitaria aporta una dimensión práctica y 

política al enfoque de esta política. Como  lo plantea González (2015) , el desarrollo 

comunitario debe entenderse como un proceso integral, educativo y participativo, orientado a 

mejorar la calidad de vida a través de la implicación activa de la población, la administración 

pública y los servicios técnicos. En este sentido, los espacios educativos no deben concebirse 
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como instalaciones aisladas, delimitadas únicamente por muros, sino como equipamientos 

sociales fundamentales para los procesos comunitarios, abiertos a la participación de familias, 

asociaciones y colectivos barriales que dan vida a su entorno. 

Desde la perspectiva latinoamericana, lo comunitario popular se expresa como una 

dinámica de producción de lo común y de decisiones colectivas. En la línea de Ostrom (2000) , 

esta visión resalta la capacidad de las comunidades para conformar asambleas, definir 

objetivos, distribuir responsabilidades y generar cohesión social en torno a propósitos 

comunes. Bajo esta lógica, los establecimientos educativos trascienden su rol de proveedores 

de aulas, bibliotecas o canchas deportivas, y se constituyen en territorios compartidos, en los 

que la comunidad puede participar en la gestión, el cuidado y la toma de decisiones, lo que 

exige que la infraestructura responda a las necesidades locales, fortalezca el tejido social y 

evite cualquier forma de exclusión. 

Finalmente, al decir de Lawson (2023)  con el desarrollo de los centros de vida 

comunitaria se busca avanzar en el posicionamiento social de comunidades históricamente 

marginadas en sus lógicas de desarrollo y convivencia. Lo anterior se traduce, desde el punto 

de vista del conocimiento, en que dichas comunidades han enfrentado injusticias epistémicas, 

en la medida en que sus saberes han sido negados o considerados sin vigencia actual 

(Broncano, 2020).  

El enfoque comunitario de esta política, por tanto, reconoce esos saberes como vigentes 

y necesarios, y busca que las comunidades proyecten sus propias lógicas de desarrollo a lo 

largo de todo el tránsito educativo, para aportar a la co nsolidación de una sociedad del 

conocimiento más justa e inclusiva. Lo último, mediante la formulación y ejecución del Proyecto 

educativo institucional , el Proyecto educativo comunitario y el de Ambientes escolares, por 

parte de los establecimientos educativos, tal y como lo dispone el Instituto Colombiano de 

Normas Técnicas y Certificación. (2025) . 

4.  DIAGNÓSTICO  

La prestación del servicio educativo que dispone el artículo 67 de la Constitución política 

de Colombia ha enfrentado retos importantes en los últimos 20 años en lo que respecta a la 

infraestructura física tanto en los establecimientos educativos para PBM, como en las IES. Por 

un lado, a corte diciembre de 202 4, la matrícula de cerca de 548.029 estudiantes oficiales 

de los niveles PBM (cerca del 7  % de la matrícula oficial en esos niveles)  (Ministerio de 

Educación Nacional, 2024)  se contrató con sedes privadas, por múltiples aspectos, dentro de 

los que se encuentran la insuficiencia de oferta de infraestructura oficial. 
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La infraestructura educativa del país presenta una alta dispersión y una marcada brecha 

territorial. Así, a corte de diciembre de 2024, e n los niveles de PBM existían 43. 622  sedes 

educativas, de las cuales el 80 % se localiza ba en zonas rurales,  agrupadas 

administrativamente en solo 8.409  establecimientos, lo que evidencia un promedio de 5 sedes 

por establecimiento. Sin embargo, existían más de 2.100 establecimientos con más de 6 sedes 

rurales, lo que evidencia altas cargas administrativas debido a la dispersión geográfica que 

pudiesen tener cada una . Lo anterior, se traduce en falencias para atender necesidades 

propias de infraestructura (Ministerio de Educación Nacional, 2024) .  

Ahora bien, la oferta de  infraestructura descrita atiende a 7, 6 millones de estudiantes 

de matrícula oficial (80 % del total nacional), inclu idos más de 5 48 .000 que deben ser 

atendidos mediante contratación por falta de capacidad instalada oficial  (Ministerio de 

Educación Nacional, 2024) . En educación superior, por su parte, el 72 % de IES del sistema 

pertenecen al sector privado y el 28 % restante es oficial. De las oficiales, el 76 % depende 

presupuestalmente del sector educación (Ministerio de Educación Nacional, 2024) . Esta 

configuración institucional evidencia una alta concentración de la oferta en actores privados 

y una participación limitada de la oferta pública, lo que incide en restricciones estructurales 

en la capacidad del sistema para ampliar cobertura, asegura r sostenibilidad financiera y 

garantizar una provisión pública suficiente y equilibrada a nivel territorial. 

Adicionalmente, el perfil socioeconómico de la matrícula en las IES públicas muestra una 

alta concentración de estudiantes provenientes de hogares de bajos ingresos, dado que cerca 

del 75 % de los estudiantes de pregrado pertenecen a los estratos socioeconómicos 1 y 2, y 

alrededor de un 20 % adicional se ubica en el estra to 3 (Ministerio de Educación Nacional, 

2024) . Esta composición evidencia que la oferta pública de educación superior concentra de 

manera desproporcionada la atención de poblaciones con mayores niveles de vulnerabilidad 

socioeconómica, lo que profundiza presiones estructurales sobre la capacidad del sistema 

para atender la demanda y sostener condiciones adecuadas de acceso y permanencia. 

Las situaciones descritas dan cuenta de una de las constantes a la hora de analizar las 

limitaciones estructurales que dificultan la prestación del servicio educativo en todos los niveles 

de la educación pública en el país, a saber, el problema central que motiva la formulación 

del del Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria . Tal 

limitante se refiere a la insuficiencia o inadecuadas condiciones de la oferta de infraestructura 

educativa oficial que limitan la disponibilidad de espacios educativos en todos los niveles 

educativos, y afectan la garantía del derecho a la educación de manera integral, segura, de 

calidad y accesible. 
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Lo anterior, se manifiesta en déficits cuantitativos y cualitativos de la infraestructura 

educativa. Por una parte, persiste una oferta insuficiente de espacios físicos para atender a la 

población en edad de cursar educación formal, tanto aquella actualmente vinculada al sistema 

educativo como la que se encuentra por fuera de este. Por otra parte, se evidencian 

deficiencias en el estado, funcionalidad y condiciones de la infraestructura educativa en 

operación, las cuales limitan la disponibilidad de ambientes adecuados para el desarrollo de 

los procesos formativos (Financiera de Desarrollo Territorial S.A., 2023).  

De manera recurrente, los diagnósticos del sector suelen identifican que estas carencias 

restringen la configuración de espacios educativos que favorezcan la interacción entre 

estudiantes, docentes y comunidad educativa, así como su articulación con el entorno social, 

lo que incide negativamente en las condiciones para el desarrollo humano de las comunidades 

atendidas. Así, el Ministerio de Educación Nacional  (2022; 2022a; 2022b)  ha logrado 

identificar las problemáticas que causan la insuficiencia o inadecuadas condiciones de la 

oferta de infraestructura educativa oficial, y que, por esa vía han impedido que las estrategias 

de oferta, cobertura, acceso y calidad de  esa cartera permeen la totalidad del territorio 

nacional. 

En ese sentido, la primera causa del problema central planteado antes, o primer subeje 

problemático, se refiere a la insuficiente e inadecuada oferta oficial de espacios educativos 

para garantizar el derecho a la educación para los niveles PBM de manera integral y 

universal, sobre todo en municipios intermedios y en zonas rurales o de difícil acceso . Así 

mismo, se identificó que tal conjunto de problemas se descompone en 3 causas de segundo 

nivel, o ejes sub ejes problemáticos, a saber : (i) menor cobertura de educación PMB  

en entidades territoriales intermedias, mayoritariamente rurales o de difícil acceso asociada, 

en parte, a la escasez de infraestructura educativa pertinente; (ii) el bajo nivel de sostenibilidad 

y sustentabilidad de la infraestructura física que soporta la garantía del derecho a la de 

educación en los niveles de PBM; y (iii) la b aja capacidad técnica para estructurar y hacer 

seguimiento a proyectos de infraestructura educativa sostenible en los niveles de educación 

PBM. 

El primer subeje problemático se traduce en la baja capacidad de los actores del sistema 

educativo para implementar políticas públicas y estrategias sectoriales en términos de 

cobertura, calidad y pertinencia. Entre tanto, esa baja capacidad de implementación deriva, 

entre otras situaciones problemáticas, en: (i) insuficientes espacios para atender a la población 

objetivo; (ii)  estrategias territoriales desarticuladas o desalineadas con la política pública 

sectorial; (iii)  concentración y priorización de la inversión en grandes centros urbanos; y (iv) 

baja capacidad para ofrecer cobertura a la primera in fancia, así como garantizar ciclos 
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educativos completos y una formación integral pertinent e, así como  estrategias de 

permanencia y alimentación escolar. 

Por su parte, el segundo subeje problemático, referido al bajo nivel de sostenibilidad y 

sustentabilidad de la infraestructura física educativa se asocia con las condiciones técnicas y 

particulares de la infraestructura, derivadas de afectaciones por riesgos antrópicos o naturales. 

Entre otras condiciones, se pueden destacar: (i) el alto nivel de r iesgos de sedes educativas 

por condiciones de origen natural : (ii) la baja calidad  de las construcciones en cuanto a 

estructura y materiales; (iii) el  incumplimiento de las normas de sismo -resistencia; y (iv)  

antigüedad de las construcciones, instituciones educativas en riesgo. 

De otro lado, el tercer subeje problemático, que plantea que la baja capacidad técnica 

para estructurar y hacer seguimiento a proyectos de infraestructura educativa sostenible ha 

causado la ya citada menor cobertura de educación PMB en áreas rurales y de difícil acceso, 

se relaciona con el ecosistema de actores, fuentes y recursos que habilitan las intervenciones 

de política pública en materia de infraestructura educativa para los niveles indicados. Se 

identifica que existe: (i) baja confluencia de recursos; (ii) debilidad en la definición de criterios 

claros para la gestión, focalización y priorización de proyectos; (iii) deficiente planificación e 

implementación de proyectos de infraestructura educativa ; (iv)  y baja apropiación y 

sostenibilidad de las inversiones en el mediano y largo plazo. 

En segunda instancia, como ya se citó, el segundo conjunto de problemas causa del 

problema central, o segundo eje problemático, hace referencia a la insuficiente e inadecuadas 

condiciones de la infraestructura de las IES públicas para garantizar el disfrute progresivo del 

derecho a la educación en condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad. Com o en el 

caso del primer eje problemático, se ha identificado que tal causa halla explicación en causas 

de segundo nivel, que para el caso particular corresponden a: (i) la baja capacidad financiera 

y operativa del sector educativo para atender las demandas de los territorios en materia de 

educación superior con condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad; y (ii) la baja 

capacidad de los actores del sistema educativo para la formulación, estructuración y 

seguimiento de proyectos de infraestructura pública de educación superior . 

La baja capacidad financiera y operativa del sector educativo a que se refiere el primer 

subeje problemático se explica, principalmente, por la insuficiencia estructural de recursos 

financieros destinados a las IES públicas, lo cual restringe de manera significativa su 

capacidad financiera y operativa para atender las necesidades territoriales bajo condiciones 

adecuadas de calidad, pertinencia y accesibilidad. En particular, la limitada disponibilidad 

de recursos para la elaboración de estudios y diseños de proyectos de infraestructura afecta 
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la formulación técnica, la planificación y la priorización de intervenciones, al tiempo que 

genera debilidades desde las etapas iniciales del ciclo de inversión.  

De manera complementaria, la escasez de recursos para la construcción de nueva 

infraestructura y el mejoramiento de la infraestructura existente deriva en los citados déficits 

físicos persistentes, que inciden negativamente en el desarrollo de las actividades académicas. 

Sin mencionar que  la insuficiencia de financiamiento para la dotación de ambientes de 

aprendizaje restringe la disponibilidad de equipamiento, mobiliario y recursos pedagógicos, 

lo que impacta negativamente en las condiciones de calidad y p ertinencia de la garantía del 

derecho a la educación superior pública en los territorios. 

El segundo subeje problemático, que plantea la limitada capacidad institucional de los 

actores del sistema educativo para la formulación, estructuración y seguimiento de proyectos 

de infraestructura pública en educación superior, particularmente , en las instituciones de 

educación superior públicas; identifica debilidades en los procesos de asesoría y orientación 

frente a la normativa vigente y lineamientos técnicos aplicables, lo que dificulta la formulación 

de proyectos con niveles adecuados de solidez técnica y alineación sectorial.  

De manera complementaria, se evidencian limitaciones en los mecanismos de 

evaluación y revisión de las iniciativas presentadas, lo que deriva en procesos de viabilización 

con inconsistencias técnicas y toma de decisiones que no siempre responden a criterios claros, 

homogéneos y verificables. Adicionalmente, la participación restringida de las instancias 

gubernamentales en los comités técnicos, junto con la baja frecuencia de acciones de 

seguimiento y visitas de campo a los proyectos viabilizados y financiados por el Ministerio de 

Educación Nacional, debilita los mecanismos de control, acompañamiento y supervisión 

institucional, al tiempo que afectan la trazabilidad y el desempeño de los proyectos de 

infraestructura educativa. 

En las subsecciones presentadas a continuación, se plantean y analizan con soporte en 

evidencia, los problemas públicos que componen los ejes y subejes problemáticos presentados 

previamente. El análisis citado cobra gran relevancia al contemplar que su  alcance 

compromete estructuralmente la garantía progresiva del derecho a la educación en 

condiciones de equidad, calidad, pertinencia y accesibilidad en todos los niveles y en todo el 

territorio nacional. 

4.1.  Insuficiente e inadecuada oferta oficial de espacios educativos para garantizar el 

derecho a la educación para los niveles PBM de manera integral y universal, sobre 

todo en municipios intermedios y en zonas rurales o de difícil acceso  
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La infraestructura educativa oficial en Colombia presenta insuficiencias estructurales en 

cantidad, distribución territorial y pertinencia funcional, que limitan la capacidad del sistema 

educativo para garantizar el acceso efectivo, la permanencia y la cali dad del servicio 

educativo en los niveles de PBM. Estas limitaciones se manifiestan de forma diferenciada por 

nivel educativo y territorio, sin mencionar que se asocian con: (i) rezagos históricos en la 

provisión de infraestructura educativa; (ii) al crecimiento de la demanda educativa ; y a (iii) 

condiciones territoriales desiguales que afectan con mayor intensidad a zonas rurales, rurales 

dispersas, municipios PDET y regiones con altos niveles de pobreza multidimensional. 

De acuerdo con la información consolidada en el Censo de Infraestructura Educativa 

Regional (CIER) y los registros administrativos del Ministerio de Educación Superior y sus 

entidades adscritas, una proporción significativa de las sedes educativas oficiales no cuenta 

con la infraestructura suficiente para atender la matrícula existente ni la demanda potencial, 

situación que se refleja en restricciones para ampliar  la cobertura del servicio, limitaciones 

para implementar estrategias pedagógicas diferenciadas  y dificultades para garantizar 

trayectorias educativas completas (Ministerio de Educación Nacional, 2023). A continuación, 

se analiza el alcance de cada una de las ya citadas causas de este primer eje problemático. 

4.1.1.  Menor cobertura de educación PBM en entidades territoriales intermedias, 

mayoritariamente rurales o de difícil acceso asociada, en parte, a la escasez de 

infraestructura educativa pertinente  

Este primer eje problemático abarca 4 problemáticas  del actual modelo de prestación 

del servicio educativo oficial en el país, asociados a la identificación de una infraestructura 

insuficiente que no responde a las nuevas demandas del sistema educativo y se encuentran 

desalineadas con las políticas públicas en materia de educación, a saber: (i) el déficit de 

infraestructura suficiente para la ampliación de cobertura en educación inicial, pertinente y de 

calidad; (ii) el déficit cuantitativo de la infraestructura para garantizar la cobertura en básica 

y media, con énfasis en la ruralidad y la ruralidad dispersa; (iii) la falta de infraestructura para 

el desarrollo de estrategias de permanencia; y (iv) la insuficiencia de ambientes adecuados 

para la formación integral; a continuación, se aborda cada uno. 

En primer lugar, se argumenta que existe un déficit de infraestructura suficiente para la 

ampliación de cobertura en educación inicial, pertinente y de calidad  en tanto en una 

proporción significativa del territorio nacional se identifica la ausencia de infraestructura 

educativa pertinente para garantizar la oferta del segundo ciclo de educación inicial, 

correspondiente a los grados de prejardín, jardín y transición. Esta li mitación en la 

disponibilidad de entornos físicos adecuados restringe la prestación del servicio educativo 

para la primera infancia y se traduce en brechas persistentes en el acceso efectivo a la 
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educación inicial, particularmente en territorios con mayores rezagos sociales y demográficos, 

lo que evidencia una problemática estructural asociada a la insuficiente provisión y 

fortalecimiento de la infraestructura para ese nivel educativo. 

El país tiene dificultades para garantizar el acceso a la educación inicial, especialmente 

para niñas y niños menores de 3 años . Así, en 2013 la proporción de niños y niñas 

matriculados en preescolar (prejardín, jardín y transición) era del 45  %, lo que ubicó a 

Colombia muy por debajo del promedio de los países de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), en cuyo caso tal cifra ascendió a  84  % % 

(Ministerio de Educación Nacional & OCDE, 2016) .  

La magnitud de las necesidades supera las capacidades actuales del sistema para 

ampliar de manera progresiva la atención integral a la primera infancia, según la información 

reportada por las ETC se observa un déficit crítico en los ambientes básicos para la prestación 

del servicio. Al menos el 11 % de las sedes que atienden a la primera infancia (3.714 sedes) 

requieren adecuaciones o construcción de aulas para preescolar y una cifra similar ( 3.789 

sedes) necesitan baños infantiles a escala, sin mencionar l a existencia de carencias en 

comedores, baterías sanitarias y dotaciones pedagógicas (Ministerio de Educación Nacional, 

2024) . Lo anterior impide consolidar el segundo ciclo de educación inicial con las condiciones 

de calidad, seguridad y pertinencia que exige la política de atención integral  de primera 

infancia. 

 Esta insuficiencia y el deterioro de la infraestructura educativa para la primera infancia 

limita la ampliación de la cobertura y la garantía de entornos adecuados, seguros y pertinentes 

para la educación inicial,  lo que impide avanzar hacia la universalización del segundo ciclo 

de preescolar y afectan el derecho al desarrollo integral de niñas y niños de 0 a 5 años en el 

país. 

En segundo lugar, existe un déficit cuantitativo de la infraestructura para garantizar la 

cobertura en básica y media , con énfasis en la ruralidad y la ruralidad dispersa . Aunque 

Colombia ha adoptado lineamientos internacionales para garantizar trayectorias educativas 

completas desde la educación inicial y hasta la media, persisten profundas desigualdades 

territoriales en acceso, permanencia y transición educativa.  

Así, mientras las zonas urbanas muestran avances significativos en cobertura, las áreas 

rurales y rurales dispersas presentan rezagos críticos. Como se puede observar en el Gráfico 

1, En 2021, la cobertura neta en preescolar en las ciudades alcanzó 65,1 %; en primaria tal 

cifra ascendió a  89,9 %; y en secundaria, al 85,1%; no obstante, en las zonas rurales 

dispersas la cobertura neta para los mismos niveles de educación es más baja (Ministerio de 

Educación Nacional & OCDE, 2016). Entonces, en preescolar la cobertura neta en educación 
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apenas alcanzó un nivel de 56,0 %; en primaria , del 83,5%; y en secundaria , del 61,2 %. 

En cuanto al nivel de educación media, las cifras relatan una realidad aún más alarmante, 

para la misma vigencia 2021, la tasa de cobertura neta en este nivel en zonas rurales y rurales 

dispersas apenas alcanzó 41,0 % y 31,7 %, respectivamente  (Ministerio de Educación 

Nacional & OCDE, 2016) . 

Gráfico 1. Tasa de cobertura neta por nivel de educación y área en 2021  

 

Fuente: Ministerio de Educación Nacional (2024) . 

El sistema de educación media presenta brechas estructurales pues mientras la cobertura 

neta se mantiene por debajo del 63 % esperado al cierre del 2025 (DNP, 2026), la deserción 

intra anual supera el umbral del 3 %, (DNP, 2026)  el tránsito inmediato de grado noveno a 

décimo sigue sin alcanzar la meta propuesta al 202 5 al ubicarse en el 79  %, 5 puntos 

porcentuales debajo del 8 4,5  % proyectado para cierr e de esa vigencia. Así mismo los 

procesos de alfabetización con enfoque diferencial no alcanzan las metas propuestas, pues 

solo presenta un avance del 5,98  % en la meta relacionada propuesta para el cuatrienio  

(DNP, 2026) ; mientras que menos del 40 % de los estudiantes accede a programas que 

facilitan el tránsito a la educación post media (DNP, 2026) . Estas limitaciones comprometen 

la continuidad, progresión y culminación oportuna de las trayectorias educativas, e impiden 

cumplir metas clave de cobertura, deserción, tránsito inmediato y alfabetización. 

Pese a los esfuerzos del Ministerio de Educación Nacional para incrementar matrículas 

y crear cargos docentes temporales para atender la demanda creciente de educación PBM, 

la ampliación de cobertura no es sostenible sin condiciones adecuadas de infraestructura 

escolar expresados en términos de inexistencia de aulas y ambientes complementarios, falta 

de servicios básicos, entre otras (Ministerio de Educación Nacional & OCDE, 2016) . 

Así, a pesar de los avances en la ampliación de cobertura, la continuidad educativa en 

territorios rurales dispersos e históricamente excluidos sigue comprometida. Un ejemplo de ello 
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es la cobertura neta en educación media que para el conjunto de los municipios PDET apenas 

alcanzó el 38,9  % en 2024, mientras que para el promedio nacional fue de 50,5  % 

(Ministerio de Educación Nacional, 2024) . Así mismo, e n regiones priorizadas por el 

Ministerio de Educación Nacional a través de los Sistemas Integrales de Educación Media y 

Superior (Simes), la cobertura neta sigue siendo limitada  pues en  territorios como el 

Catatumbo, la misma solo alcanza al 15,58 % de su matrícula regional (1.081 estudiantes  

(Ministerio de Educación Nacional, 2024) ). 

En tercer lugar, falta infraestructura pertinente para la implementación de estrategias de 

permanencia. Las residencias escolares constituyen, en numerosos territorios rurales dispersos 

y de difícil acceso, la principal alternativa para garantizar el acces o y la permanencia de 

niños, niñas y adolescentes en la educación básica y media; sin embargo, estas 

infraestructuras se encuentran, de manera generalizada, en condiciones inadecuadas. En 

varios territorios, incluso, no se cuenta con la capacidad física ne cesaria para atender la 

demanda existente. Si bien actualmente 30.821 estudiantes, distribuidos en 549 sedes, en 23 

departamentos del país, dependen de esta estrategia para ejercer su derecho a la educación, 

las residencias escolares registran, de acuerdo al Sistema de Información para el Monitoreo, 

Prevención y Análisis de la Deserción Escolar, deficiencias en condiciones de habitabilidad, 

seguridad, dotación, acompañamiento y provisión de servicios integrales, lo que evidencia 

limitaciones estructurales en su capacidad para responder de manera adecuada a las 

necesidades de la población atendida. En total la infraestructura educativa de las residencias 

escolares que registra un estado regular asciende al 28,42  % de estas, seguido de un 3,28 % 

de las que registran un mal estado, y de un 0,73  % que reportan instalaciones en muy mal 

estado (Ministerio de Educación Nacional, 2025) .  

Estas limitaciones afectan directamente a una de las poblaciones más vulnerables del 

sistema educativo, a saber, los niños, niñas y adolescentes en condiciones socioeconómicas 

precarias, obligados a separarse de sus familias para estudiar, y dificultan el cumplimiento de 

metas nacionales, como el fortalecimiento del 100 % de las residencias escolares a 2031 

establecidas en el Plan Especial de Educación Rural. La situación se agrava en regiones con 

criterios prioritarios como Amazonía y Orinoquía, territorio s que han sido afectados por 

fenómenos naturales o conflicto armado y sedes esenciales para garantizar el tránsito 

educativo en el marco de los Simes; en donde sin embargo, se han efectuado bajas inversiones 

de infraestructura educativa. Así, en 2024 apena s el 5,50  % del total del recursos invertido 

por la nación en esta materia se destinó a tales territorios (Ministerio de Educación Nacional, 

2025) . 

Adicionalmente, la infraestructura de cocinas y comedores escolares presenta déficits 

estructurales en cobertura y adecuación, . Así, cerca del 9,88 % de las sedes educativas no 
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cuentan con servicio de energía eléctrica, el 12,57  % no cuenta con servicio de gas y el 

18,09  % no tiene acceso a agua, (Ministerio de Educación Nacional, 2025) , condiciones 

físicas necesarias para la operación del Programa de Alimentación Escolar (PAE). Según 

información oficial del Ministerio de Educación Nacional (2025)  en 2025 el PAE alcanzó una 

cobertura del 82 % (aproximadamente 5,6 millones de estudiantes) de la población educativa, 

lo que evidencia la dimensión del impacto negativo de que la prestación del servicio se haga 

en condiciones logísticas y físicas que no están garantizadas en todas las sedes escolares.  

Lo anterior se explica al considerar que l a ausencia o insuficiencia de espacios 

adecuados para la preparación y consumo de alimentos se asocia a la insuficiencia de 

recursos asignados para infraestructura de ambientes complementarios de cocina, que durante 

la última década ha representado apenas el 9,21  % de las iniciativas del sector en 

infraestructura educativa (Ministerio de Educación Nacional, 2025). Estas condiciones inciden 

negativamente en la nutrición, la concentración, el rendimiento académico y la permanencia 

de estudiantes en el sistema educativo, especialmente en contextos rurales y con mayores 

niveles de vulnerabilidad social. 

Finalmente, en cuarto lugar, existe una insuficiencia de ambientes adecuados para la 

formación integral. En Colombia, solo el 24 % de la matrícula oficial se beneficia con la 

ampliación de la jornada escolar, mientras que en las zonas rurales esta cobertura desciende 

al 13 %  (Ministerio de Educación Nacional, 2024) . Lo anterior, implica que cerca de 2,5 

millones de estudiantes no goza de los beneficios de la jornada escolar ampliada. 

Por otro lado, aunque con corte a diciembre de 2025 l a implementación y focalización 

de Centros de Interés en áreas Especializadas de la Formación Integral y la Educación (Crese), 

así como de programas intersectoriales de arte, deporte, ciencia, tecnología y educación 

socioemocional, ha mostrado avances significativos en la resignificación del tiempo escolar19; 

ello supone un reto en la garantía de condiciones de infraestructura adecuadas y de calidad 

que permita garantizar la continuidad en la consolidación de habilidades en artes; ciencia, 

tecnología e innovación; deporte e historia; entre otros. 

En este contexto la problemática asociada a la infraestructura educativa actual limita la 

implementación de la formación integral, lo que a su vez restringe la construcción y 

adecuación de ambientes especializados, como laboratorios, talleres, bibliotecas, comedores 

escolares, zonas verdes y espacios para deportes y arte. Esta insuficiencia afecta directamente 

 
19 Con cerca de 9.599 Crese en 5.358 establecimientos educativos que avanzan en la implementación de la 

formación integral (Ministerio de Educación Nacional, 2025).  
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la calidad del aprendizaje, la participación de los estudiantes y la posibilidad de resignificar 

el tiempo escolar mediante programas para ese fin20. 

4.1.2.  Bajo nivel de sostenibilidad y sustentabilidad de la infraestructura física que soporta 

la garantía del derecho a la  educación en los niveles de PBM 

Este subeje problemático se relaciona con el  alto déficit cualitativo y funcional  de las 

instalaciones físicas de instituciones educativas que se encuentran afectadas por factores 

naturales o antrópicos que limitan la adecuada prestación del servicio educativo oficial para 

los niveles de PBM. El subeje problemático, a su vez se explica en dos grupos de problemas 

que lo causan, a saber: (i) el déficit cualitativo de infraestructura, dado que se encuentra en 

condición de riesgo; y (ii) la oferta de i nfraestructura no funcional para la prestación del 

servicio educativo. A continuación se plantean y analizan cada uno de los problemas citados. 

En primer lugar, como se indicó, existe un déficit cualitativo de infraestructura educativa 

para los niveles de PMB, dado que se encuentra deteriorada por su antigüedad o en riesgo, 

al estar ubicadas en zonas de alto riesgo natural o antrópico.  Los resultados de algunas 

encuestas de una consultoría del Banco de Desarrollo de América Latina y el Caribe  (CAF) 

para el Ministerio de Educación Nacional  evidencian que el 61,8 % de las sedes educativas 

del país tiene 31 o más años de antigüedad, y que se concentran, principalmente, en la región 

Andina (Ministerio de Educación Nacional & CAF, 2023) .  

Esta condición es crítica, dado que las edificaciones con más de tres décadas no 

cumplen con las normas sismo-resistentes vigentes, y no existe información actualizada que 

permita determinar si han sido objeto de procesos de reforzamiento estructural. Además, el 

análisis territorial también concluyó  que la mayor concentración de sedes antiguas y 

potencialmente vulnerables por-sismo resistencia se ubica en zonas de alta amenaza sísmica, 

especialmente en municipios de los departamentos de Nariño, Cauca, Huila , Boyacá, 

Santander, Norte de Santander y Chocó (Ministerio de Educación Nacional & CAF, 2023) . 

Por otro lado , la infraestructura educativa e nfrenta niveles significativos de 

vulnerabilidad frente a riesgos naturales y antrópicos. Como se puede detallar en la Tabla 1, 

de los 35.777 predios censados en CIER el 34 % registra riesgos naturales críticos y el 9,3 % 

riesgos antrópicos críticos  (Ministerio de Educación Nacional, 2023) . Esta situación se 

confirma en las encuestas de 2023 antes mencionadas, cuyos resultados concluyeron que el 

77 % de las Secretarías de Educación y el 20 % de las sedes educativas reportaron traslados, 

 
20 Como la jornada escolar complementaria, los Crese, el Programa de Educación Intercultural y Bilingüe  y 

Programa de Tutorías para el Aprendizaje y la Formación Integral 3.0 (PTAFI 3.0). 
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reconstrucciones o adecuaciones en los últimos cinco años debido a emergencias de origen 

natural, socio-natural o antrópico (Ministerio de Educación Nacional & CAF, 2023) . 

Tabla 1. Sedes educativas oficiales por años de construcción y amenaza  

Antigüedad de las 

sedes 

Nivel de amenaza  

Total Baja Moderada  Alta  

Número Porcentaje Número Porcentaje Número Porcentaje 

0 a 10 años  83  0,6  434  3,3  110  0,8  627  

11 a 20 años  204  1,6  955  7,3  265  2,0  1.424  

21 a 30 años  302  2,3  1.864  14,3  567  4,3  2.733  

31 a 40 años  235  1,8  1.940  14,8  566  4,3  2.741  

Más de 40 años 340  2,6  4.019  30,7  1.190  9,1  5.549  

Total 1.164  8,9  9.212  70,5  2.698  20,6  13 .074  

Fuente: Ministerio de Educación Nacional y CAF (2023) . 

En el contexto descrito, se puede concluir que el 9 ,1 % de las sedes educativas tiene 

más de 40 años y están ubicadas en zonas de alta sismicidad, es decir, 1.190 sedes se 

encuentran en esa condición; y el 4,3 % de estas tiene entre 31 y 40 años y se encuentra en 

zonas de alta sismicidad, es decir, 566 sede s. De otra parte, 9.212 sedes educativas están 

en zonas de riesgo moderado; mientras que, el 30,7 % de las sedes tiene más de 40 años y 

se encuentra, a su vez, en zonas de riesgo moderado, lo cual significa que 4.019 sedes están 

en esta condición; es decir, tienen más de 40 años de construidas y están ubicadas en zonas 

de amenaza moderada21. 

Lo anterior resulta muy problemático al considerar que además del riesgo físico que 

suponen, estas condiciones también generan interrupciones recurrentes en la prestación del 

servicio educativo, incrementan la exposición de estudiantes y docentes a riesgos, e implican 

altos costos financieros, asumidos mayoritariamente por gobernaciones y municipios, y solo 

parcialmente por recursos del SGP destinados a infraestructura. 

Adicionalmente a las afectaciones por fenómenos de riesgo, la antigüedad de la 

infraestructura educativa no permite contar con criterios de comodidad, calidad y pertinencia 

de los ambientes escolares (Ministerio de Educación Nacional, 2022) . Así, dentro de las  

 
21 Las sedes educativas que presentan una condición crítica al tener más de 40 años de antigüedad y estar 

ubicadas en zonas de alta sismicidad, están distribuidas en 138 municipios de 14 departamentos. El 77,5 % de 

estas sedes se concentra en Norte de Santander, Huila, Boyacá y Nariño  . Así mismo y el 76,8 % corresponde a 

sedes rurales, mientras que el 23,2 % se ubica en zonas urbanas (Ministerio de Educación Nacional & CAF, 2023).  
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principales problemáticas a tener en cuenta al considerar las condiciones de habitabilidad de 

los ambientes de aprendizaje y áreas de servicio de las sedes educativas oficiales, se 

encuentra que: (i) 9 % tiene falta de ventilación e iluminación natural; (ii) 77  % se encuentre 

en mal estado por el deterioro de las edificaciones; (iii)  43  % no recibe mantenimiento hace 

más de 5 años ; (iv)  47  % se acceden por vías sin pavimentar; (v)  85  % no cuenta con 

accesibilidad para personas en condición de discapacidad ; y (vi) 21  % están afectadas por 

zonas de uso de alto impacto no compatible, entre otros (Ministerio de Educación Nacional 

de Colombia, 2022) . 

En segundo lugar, se ha identificado que la oferta de i nfraestructura educativa no es 

funcional para la prestación del servicio educativo  en los niveles de PMB dado que muchas 

ocasiones, no disponen de servicios públicos básicos esenciales o de los requerimientos 

prediales asociados, situación que limita la calidad y accesibilidad del servicio educativo. De 

acuerdo con la Encuesta de Diagnóstico de la Infraestructura Educativa del Ministerio de 

Educación Nacional (2022)  el 45 % de las sedes educativas censadas no contaban con agua 

potable, el 18  % no c ontaban con agua de manera permanente, el 62 % recog ía aguas 

residuales mediante pozos sépticos, el 11% no contaban con energía o su disponibilidad era 

intermitente, el 79  % no contaba con servicio de gas, el 82  % no contaba con servicio de 

telefonía, el 60  % no contaba con conectividad a internet, y el 61  % no contaba con servicio 

de recolección de basura, entre otras situaciones críticas. 

Adicionalmente, se identificaron 42 problemáticas asociadas al saneamiento y la 

legalización de predios, clasificadas en tres niveles de complejidad , a saber:  (i) problemas 

por localización (11,27 % de las sedes encuestadas), correspondientes a predios ubicados en 

territorios de grupos étnicos, zonas de reserva campesina, áreas del Sistema Nacional de 

Áreas Protegidas, entre otras zonas con restricciones normativas y de uso del suelo; (ii) 

problemas de titularidad (87,06 % de las  sedes), relacionados con la no legalización de la 

propiedad, ocupación de bienes fiscales, posesiones sin título o situaciones similares que 

impiden avanzar en procesos formales de inversión en infraestructura;  y (iii) problemas 

asociados a información predial (72,93  % de sedes), que incluyen afectaciones sobre bienes 

de interés cultural, ausencia de licencia de construcción, falta de información catastral 

actualizada o de levantamientos topográficos, lo que limita la planeación y viabilización de 

proyectos de infraestructura educativa (Ministerio de Educación Nacional de Colombia, 

2022) .22 

 
22 Los porcentajes descritos dan cuenta, de manera independiente, de la identificación de necesidades en materia 

de infraestructura educativa de las sedes encuestadas, es decir, algunas de ellas pueden llegar a tener más de un 

nivel de complejidad. 
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4.1.3.  Baja capacidad técnica para estructurar y hacer seguimiento a proyectos de 

infraestructura educativa sostenible  

A nivel de educación PBM, el atraso histórico en la consolidación de una oferta de 

infraestructura educativa suficiente y de calidad se explica también por la discontinuidad en 

la financiación y ejecución de proyectos relacionados, así como por la indefinición de criterios 

claros y estratégicos para la focalización, priorización  territorial y poblacional de las 

iniciativas. Lo último, es especialmente importante dado que tales criterios orienta n la 

priorización de  iniciativas de alto impacto que involucr an de manera articulada a todas las 

fuentes de financiación, actores y responsables de la infraestructura. 

Por otro lado, l as entidades territoriales certificadas y no certificadas en educación se 

enfrentan a la dificultad de diseñar y gestionar proyectos de construcción o mejoramiento de 

infraestructura educativa debido a la desarticulación normativa o al desconocimiento de esta 

por parte de los equipos formuladores. (Ministerio de Educación Nacional & FFIE, 2022) Así 

mismo, las problemáticas asociadas  al bajo personal calificado para la formulación de 

proyectos que cumplan con la normativa vigente  generan una baja efectividad en la 

aprobación de proyectos viables.  

Así mismo, en el país no existe un sistema de información que permita identificar el 

estado de la infraestructura educativa, mientras que tampoco existe un sistema de monitoreo 

a las intervenciones que se adelantan en esta materia . Ello  dificulta: (i)  la identificación 

oportuna de las causas de los déficit cuantitativos y cualitativos de las sedes educativas, como 

las dificultades de titulación de los predios, actualización del inventario físico, adecuaciones 

de sismo resistencia, amenazas naturales, acceso a servicios básicos, y mantenimiento de la 

planta física, entre otras; (ii)  la priorización articulada de alternativas de solución a tales 

déficits; y (iii) el seguimiento a la adecuada implementación de obras e intervenciones 

relacionadas, así como la toma de decisiones que pueda derivar de tales estados de 

implementación. 

4.2.  Insuficientes e inadecuadas condiciones de la infraestructura de las IES públicas para 

garantizar el disfrute progresivo del derecho a la educación en condiciones de 

calidad, pertinencia y accesibilidad  

Este eje problemático evidencia las limitaciones estructurales asociadas al estado físico, 

la funcionalidad y la adecuación de los espacios destinados a la prestación del servicio 

educativo en las IES públicas. Dichas limitaciones se reflejan, entre otros, en: (i) edificaciones 

con altos niveles de antigüedad ; (ii)  déficits de mantenimiento preventivo y correctivo ; (iii)  

restricciones en materia de accesibilidad universal ; (iv)  insuficiencias en la provisión de 
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servicios públicos básicos; y (v) condiciones de seguridad que no se ajustan plenamente a los 

estándares técnicos y normativos vigentes. 

Adicionalmente, se identifican deficiencias en la disponibilidad y adecuación de 

ambientes académicos especializados como aulas, laboratorios, talleres, bibliotecas y 

espacios de bienestar universitario; las cuales inciden de manera directa en la calidad de los 

procesos formativos y la pertinencia de la oferta académica frente a las necesidades y 

dinámicas de los territorios. En su conjunto, estas condiciones limitan la capacidad de las IES 

públicas para garantizar el disfrute progresivo del derecho a la educación superior en 

condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad, especialmente para poblaciones con 

mayores niveles de vulnerabilidad socioeconómica y en territorios con menores capacidades 

institucionales.  

Tal como se señaló en el apartado inicial del diagnóstico, la insuficiencia e inadecuación 

de la infraestructura pública destinada a la educación superior obedece principalmente a dos 

factores, a saber: (i) la limitada capacidad financiera y operativa del sector educativo para 

atender de manera efectiva las demandas territoriales en materia de educación superior con 

condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad; y (ii) las debilidades de  los actores del 

sistema educativo en la formulación, estructuración, ejecución y seguimiento de proyectos de 

infraestructura pública para la educación superior. A continuación, se plantean y analizan 

cada uno de estos subejes problemáticos. 

4.2.1.  Limitada capacidad financiera y operativa del sector educativo para atender de 

manera efectiva las demandas territoriales en materia de educación superior con 

condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad  

La problemática asociada a la insuficiencia e inadecuación de la infraestructura de las 

IES públicas se asocia, estructuralmente, a la limitada disponibilidad de recursos financieros 

del sector educativo. Esta restricción presupuestal ha reducido la capacidad operativa de las 

IES públicas para planificar, ejecutar, ampliar y mantener la infraestructura requerida para 

garantizar el derecho a la educación en condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad, 

particularmente en los territorios con mayores niveles de vulnerabilidad socioeconómica. 

La insuficiente asignación y ejecución de recursos destinados a infraestructura se 

manifiesta en tres efectos principalmente, que afectan la provisión del servicio, a saber: (i) una 

cobertura insuficiente para atender a poblaciones vulnerables; (ii) la concentración territorial 

de la oferta en los principales centros urbanos; y (iii) la limitada capacidad instalada para 

garantizar el tránsito inmediato desde la educación media. A continuación, se describen estos 

efectos. 
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En primer lugar, la cobertura insuficiente en poblaciones vulnerables se explica por la 

incapacidad financiera del sector para expandir de manera oportuna la infraestructura física 

y tecnológica de las IES públicas. Esta limitación se presenta en un contexto de crecimiento 

sostenido de la demanda por educación superior, asociado al aumento de la cobertura en los 

niveles de educación básica y media, que ha incrementado la presión sobre la capacidad 

instalada del sistema. 

Entre 2014 y 2024, la matrícula de pregrado en educación superior pasó de alrededor 

de 2,1 a cerca de 2,35 millones de estudiantes, mientras que la población entre 17 y 21 años 

se mantuvo en un nivel cercano a los 4,1 millones de personas. En este periodo, la tasa de 

cobertura bruta aumentó de aproximadamente 50 % a cerca del 58 %, lo que evidencia 

avances sostenidos en el acceso a la educación superior (Ministerio de Educación Nacional, 

2024) . No obstante, los niveles de cobertura alcanzados indican que una proporción 

relevante de la población en edad típica de acceso aún no se encuentra vinculada al sistema, 

lo que sugiere que el crecimiento de la matrícula no ha estado acompañado por una expansión 

equivalente de la capacidad instalada de la infraestructura educativa.  

En ese contexto, la capacidad instalada resulta insuficiente para absorber el aumento 

sostenido de bachilleres, especialmente en territorios con alta concentración de población 

vulnerable. Esta situación se refleja en las bajas tasas de tránsito inmediato y se agudiza en 

municipios rurales, rurales dispersos y con menor desarrollo económico; en donde la limitada 

disponibilidad de recursos ha impedido el desarrollo de sedes, ambientes de aprendizaje y 

condiciones adecuadas de conectividad. 

La concentración territorial de la oferta de educación superior se refleja en diferencias 

persistentes en los niveles de cobertura departamental. De acuerdo con la información del 

Ministerio de Educación Nacional  (2024)  Bogotá, Antioquia, Atlántico, Valle del Cauca y 

Santander presentan de manera consistente tasas de cobertura iguales o superiores al 

promedio nacional, lo que implica que concentran una proporción significativa de la matrícula 

del sistema. En contraste, departamentos como Amazonas, Vaupés, Guainía, Vichada, Arauca 

y Putumayo registran tasas de cobertura inferiores al promedio nacional, situación que se 

mantiene a lo largo del periodo analizado. Estas diferencias evidencian una distribución 

territorial desigual del acceso a la educación superior, asociada a capacidades diferenciadas 

de provisión de oferta entre los territorios (Ministerio de Educación Nacional, 2024) . 

Esta centralización resulta indeseable siempre que restringe las oportunidades de acceso 

a la educación superior en territorios rurales, rurales dispersos y periféricos, en donde la baja 

inversión sostenida ha impedido el desarrollo de infraestructura educativa y de una oferta 
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académica pertinente, lo que, a su vez ha contribuido a profundizar las brechas territoriales 

y sociales en materia de acceso a la educación superior. 

Finalmente, la limitada capacidad para reducir las brechas de tránsito inmediato se 

evidencia en los resultados observados a nivel nacional. En 2024, la tasa de tránsito inmediato 

a la educación superior fue del 45,9 %  (Ministerio de Educación Nacional, 2024) , lo que 

indica que menos de la mitad de los bachilleres logra incorporarse de manera inmediata al 

sistema. Este comportamiento pone de manifiesto limitaciones persistentes en la capacidad de 

absorción del sistema de educación superior, en un contexto de crecimiento de la demanda 

por acceso a este nivel educativo. 

En síntesis, los resultados en materia de cobertura, distribución territorial del acceso y 

tránsito inmediato muestran que, si bien se han registrado avances en la expansión del sistema 

de educación superior, persisten brechas estructurales en su capacidad de absorción y en la 

distribución territorial de la oferta, lo que configura un problema público asociado a la 

garantía del acceso equitativo a la educación superior. 

4.2.2.  Baja capacidad de los actores del sistema educativo para la formulación, 

estructuración y seguimiento de proyectos de infraestructura pública de educación 

superior 

La infraestructura de las IES públicas enfrenta limitaciones estructurales asociadas a la 

baja capacidad de los actores del sistema educativo para formular, estructurar y dar 

seguimiento a proyectos de inversión en infraestructura. Esta debilidad técnica y administrativa 

restringe la posibilidad de planificar, priorizar y ejecutar de manera efectiva los proyectos 

necesarios para garantizar cobertura, pertinencia y calidad en las distintas regiones del país. 

En los territorios más apartados, la limitada capacidad institucional de las IES y de las 

entidades territoriales se traduce en la formulación insuficiente o inadecuada de proyectos, lo 

que impide que la inversión pública responda de manera integral a las necesidades reales del 

sistema. En consecuencia, las intervenciones realizadas no siempre consideran la escala, la 

diversidad o la especialización requerida por los programas académicos, lo que profundizan 

las desigualdades territoriales y limita la expansión de la oferta en regiones rezagadas. 

Por otro lado, la desarticulación entre los niveles educativos dificulta la planificación de 

trayectorias completas hasta el grado 11, lo que incide directamente en la transición de los 

jóvenes hacia la educación superior y reduce la capacidad de las instituciones para anticipar 

y atender la demanda potencial en los territorios en donde se pretende llevar o ampliar  la 

oferta. En ese contexto, la insuficiencia de la oferta de infraestructura coherente, escalonada 

y multifuncional es consecuencia de las citadas bajas capacidades y de la desarticulación en 
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la planeación y entre actores del sistema; y obstaculiza la continuidad educativa, la 

consolidación de las cadenas de formación y la expansión de la oferta en regiones 

históricamente rezagadas (Ministerio de Educación Nacional, 2025) . 

Lo anterior se torna aún más problemático al considerar que la infraestructura de 

educación superior enfrenta el reto de contar con un alto nivel de especialización en función 

del grado de diversidad y especialización de los programas académicos que se ofe rtan; de 

modo que logre reducir así las graves limitaciones de pertinencia, sostenibilidad y articulación 

territorial, derivadas. Así mismo, esta especialización exige equipamientos ajustados a las 

dinámicas productivas, sociales y culturales de cada región; sin embargo, la oferta actual no 

logra corresponder a esas necesidades, lo que genera una oferta limitada que dista de las 

necesidades del territorio. 

El diseño y la ejecución de infraestructura especializada, como laboratorios, centros de 

innovación, talleres, ambientes tecnológicos y espacios de formación avanzada; constituyen 

intervenciones de gran escala, que demandan procesos de formulación y ejecución  

debidamente soportados y con fuentes claras de financiación. No obstante, la planificación 

fragmentada, la limitada disponibilidad de recursos y la desarticulación con las prioridades 

de pertinencia académica y vocacional, impiden consolidar equipamientos que respondan a 

las realidades y vocaciones productivas de los territorios. 

En síntesis, dado que: (i) la gestión de nueva infraestructura requiere de una planificación 

de largo plazo que permita no solo lograr las condiciones de viabilidad y los requerimientos 

técnicos de la infraestructura, sino también lograr la integración de está con los aspectos 

administrativos, operativos y pedagógicos que garantizan su sostenibilidad; y (ii) la capacidad 

de articulación, formulación, implementación y seguimiento de proyectos de infraestructura de 

los actores del sistema de educación superior de Colombia, es baja; múltiples instituciones de 

ese nivel carecen de las condiciones adecuadas para operar la infraestructura existente o 

potencial, lo que deriva en baja utilización, subinversión o pérdida de capacidad instalada, 

y afecta directamente el acceso y la progresión educativa de los jóvenes. 

5.  DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

El Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria  se 

estructura como una intervención de política pública de largo plazo , orientada a transformar 

las instituciones educativas en equipamientos sociales multifuncionales al servicio de la 

comunidad. El propósito fundamental del proyecto es atender de manera integral las 

demandas de infraestructura educativa en todos los niveles, así como asegurar que cada 
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establecimiento educativo cuente con condiciones adecuadas para el aprendizaje, la inclusión 

y la vida comunitaria. 

La propuesta reconoce que la insuficiencia o inadecuadas condiciones de la oferta de 

infraestructura educativa oficial actual no solo se expresa en la carencia de aulas, sino también 

en la ausencia de espacios culturales, deportivos, tecnológicos, de alimentación escolar y de 

participación comunitaria. Por ello, el Plan incorpora un enfoque integral que concibe la 

escuela como un territorio protector, seguro y de paz, capaz de articular educación, cultura, 

deporte y ambiente en un mismo espacio. Bajo esta v isión, la infraestructura educativa se 

convierte en motor de desarrollo humano y cohesión territorial. 

En educación, se implementará un nuevo plan de infraestructura educativa que orientará 

los recursos y esfuerzos desde distintos actores para la reducción de rezagos de la 

infraestructura física y tecnológica en la educación PBM y superior, especialmente en zonas 

rurales, y con un enfoque territorial. El Plan estará acompañado de un proceso que garantice 

la formalización de los títulos y mejora en los sistemas de información sobre el estado de las 

infraestructuras y la disposición oportuna de recursos educativos. Con tales intervenciones el 

Plan espera consolidar a las instituciones educativas como territorios seguros, protectores, de 

paz y reconciliación; en donde se fomente el encuentro, el diálogo, la participación efectiva 

de los distintos miembros de la comunidad, y el reconocimiento de saberes diversos. De igual 

forma, se promoverán nuevos modelos constructivos y amigables con el medio ambiente. 

Para viabilizar este Plan, el Ministerio de Educación Nacional estructuró dos proyectos 

de inversión registrados en el BPIN, que constituyen el soporte técnico y presupuestal de la 

iniciativa y que ya cuentan con el aval fiscal del Confis (Anexo B de este documento), a saber: 

(i) el proyecto Construcción, mejoramiento y dotación de ambientes educativos para la 

implementación de estrategias que contribuyan a incrementar la cobertura y calidad en los 

niveles de preescolar, básica y media en el marco de la For mación Integral en Colombia , 

identificado con código 202400000000081  en el BPIN; y (ii) el proyecto Mejoramiento de 

las condiciones de infraestructura de las instituciones de educación superior públicas para la 

garantía progresiva del derecho a  la educación en condiciones de calidad, pertinencia y 

accesibilidad, identificado con código 202300000000091  en el mismo Banco. 

Ambos proyectos son complementarios y como se analizó y argumentó en la sección de 

Antecedentes y Justificación, se articulan con las metas del PND 2022 -2026, particularmente, 

con la transformación de Seguridad Humana y Justicia Social. De manera conjunta, ambos 

proyectos permitirán: (i) beneficiar a millones de estudiantes en los distintos niveles de PBM y 

superior; (ii) así como generar empleo a través de la ejecución de obras ; (iii)  dinamizar la 
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economía regional mediante la inversión en infraestructura social; (iv) y propiciar el desarrollo 

territorial.  

En términos financieros, el Plan contempla una inversión de 1 3,11 billones de pesos 

corrientes que fue respaldada por  avalada por el Confis mediante la comunicación de su 

Secretaría Ejecutiva del 02 de enero de 2026, que se presenta en el Anexo B de este 

documento, y autoriza el avance del Ministerio en el proceso de gestión de vigencias futuras 

ordinarias y excepcionales desde 2026 y hasta 2036. Esta senda de financiación plurianual 

garantiza la continuidad y estabilidad del proyecto, en coherencia con el MFMP y el MGMP, 

y permite su implementación progresiva en el territorio nacional.  

Se debe aclarar que dentro de los recursos del proyecto identificado con código 

202300000000091  en el BPIN se concibe una vigencia futura ordinaria por 1.157.283 

millones de pesos corrientes, con un apalancamiento de la vigencia 2026 de 140.399 

millones de pesos, y adicionalmente, vigencias futuras excepcionales por un valor de 

5.742.094 millones de  pesos corrientes. 

En suma, el Plan Nacional de Espacios Educativos como Centros de la Vida Comunitaria 

constituye una intervención estructural de inversión pública que no solo reducirá el déficit de 

infraestructura educativa, sino que transformará la concepción de la escuela y la universidad 

como centros de vida comunitaria, en donde convergen educación, cultura, deporte y 

ambiente. Su diseño integral, alcance nacional y respaldo fiscal lo convierten en una de las 

apuestas más relevantes del Estado colombiano para garantizar equidad, inclusión y justicia 

social a través de la infraestructura educativa como vehículo para la garantía del derecho a 

la educación. 

5.1.  Objetivo  general  

Fortalecer la oferta de infraestructura educativa oficial en términos de suficiencia y 

adecuación, para superar las limitaciones de espacios educativos en los niveles de PBM y 

superior, con el fin  de contribuir a la garantía del  derecho a la educación en condiciones 

integrales, seguras, accesibles, pertinentes y de calidad.  

5.2.  Objetivos  específicos 

OE1. Fortalecer la oferta de espacios educativos en términos de suficiencia y 

adecuación para garantizar la prestación integral y universal del derecho a la educación 

pública en los niveles de PBM. 
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OE2. Fortalecer la oferta de infraestructura de las IES públicas en términos de suficiencia 

y adecuación para garantizar el disfrute progresivo del derecho a la educación en condiciones 

de calidad, pertinencia y accesibilidad . 

5.3.  Plan de acción  

El Ministerio de Educación Nacional gestionará las vigencias futuras ordinarias y 

excepcionales de los proyectos de inversión  que componen el Plan Nacional de Espacios 

Educativos, a saber, el de Construcción mejoramiento y dotación de ambientes educativos 

para la implementación de estrategias que contribuyan a incrementar la cobertura y calidad 

en los niveles de preescolar, básica y media en el marco de la formación integral en Colombia, 

con código  202400000000081 en el BPIN; y Mejoramiento de las condicion es de 

infraestructura de las instituciones de educación superior públicas para la garantía progresiva 

del derecho a la educación en condiciones de calidad, pertinencia y accesibilidad , 

identificado con código  202300000000091 en el mismo Banco.  

Además, el Ministerio de Educación Nacional realizará el seguimiento a la ejecución 

de los proyectos y lo reportará semestralmente al DNP a través de informes de seguimiento de 

avance a la ejecución del proyecto conforme a lo establecido en el Plan de acci ón y 

seguimiento (PAS) que constituye el Anexo A de este documento y hace parte integral del 

mismo. 

Como se indicó previamente, e l Plan orienta recursos y esfuerzos de distintos actores 

para promover el avance de la infraestructura física y tecnológica para la educación PBM y 

la educación superior . Así mismo,  parte del entendimiento de que los establecimientos 

educativos y las IES son el centro de la vida comunitaria y el desarrollo territorial en el país. 

De ese modo, se espera que tales espacios educativos se configuren como territorios seguros, 

protectores, de paz y reconciliación, que fomenten el encuentro, el diálogo, la participac ión 

efectiva de los distintos miembros de la comunidad, y el conocimiento de saberes diversos. A 

continuación se describe el alcance de cada uno de los proyectos que integran la intervención, 

denominados componentes. 

5.3.1.  Componente 1 . C onstrucción mejoramiento y dotación de ambientes educativos 

para la implementación de estrategias que contribuyan a incrementar la cobertura 

y calidad en los niveles de PBM en el marco de la formación integral en Colombia  

Este componente comprende dos ejes estratégicos,  a saber: (i ) Implementación de 

esquemas de mejoramiento para que la infraestructura física cumpla con los lineamientos y 

estándares técnicos de calidad y sostenibilidad; y (ii) Fortalecimiento de la capacidad técnica 
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nacional y territorial para la estructuración y seguimiento de proyectos de infraestructura 

educativa sostenible.  

Desde el punto de vista administrativo y de gestión de recursos, las inversiones de los 

dos ejes estratégicos de este componente asociados a la educación PBM se ejecutarán a través 

del FFIE, en virtud de su rol para la administración, articulación y ejecución de proyectos de 

infraestructura educativa, de conformidad con el marco normativo y operativo vigente. De esa 

manera, el FFIE será responsable de adelantar los procesos necesarios para la planeación, 

contratación, seguimiento y control de las intervenci ones, y garantizará el uso eficiente y 

transparente de los recursos públicos, así como el cumplimiento de los criterios técnicos, 

financieros y de calidad establecidos.  

Gracias a la declara ción de importancia estratégica de l Plan Nacional de Espacios 

Educativos como Centros de la Vida Comunitaria y la posterior gestión del Ministerio de 

Educación Nacional, de las vigencias futuras excepcionales 2027 -2036, avaladas 

previamente por el Confis (Anexo B) , se prevé la intervención, y entrega de obras de 

infraestructura de 3.184 sedes educativas a lo largo del territorio nacional, por un valor total 

de 6,214 billones  de pesos corrientes, en un horizonte de ejecución de obras entre 2027 y 

2036.  

De acuerdo con los criterios de priorización diseñados por el Ministerio de Educación 

Nacional, presentados y analizados en el Anexo C de este documento,  se adelantó la 

priorización de sedes educativas por construir o intervenir. No obstante, en caso de que una 

sede priorizada no pueda ser construida o intervenida por causas de fuerza mayor, como la 

negación de la entidad territorial a que pertenezca, dado el principio de autonomía territorial 

consagrado en la Constitución Política de 1991, entre otros aspe ctos, la intervención se 

trasladará a la siguiente sede en el orden definido en ese sentido por el Ministerio. En 

consecuencia, los recursos asignados no podrán ser redirigidos hacia sedes que no se 

encuentren en priorizadas.  

En la Tabla 2 que se presenta a continuación, se relacionan los recursos y productos del 

componente 1, es decir, los resultados de este primer componente por bolsas departamentales 

de inversión en sedes educativas rurales y urbanas para los niveles de PBM. Lo anterior, en 

cumplimiento de los criterios de focalización presentados en el Anexo C de este documento, 

cuyo resultado, se presenta gráficamente el Mapa 1. Posteriormente, se presenta una 

descripción del alcance, actividades y productos contemplados en cada eje estratégico en 

que se estructura este primer componente el Plan. 
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Tabla 2. Productos y recursos asociados al Componente 1 del Plan Nacional de 

Espacios Educativos 

Departamento 
Sedes  

rurales 

Inversión en 

sedes 

rurales 

Sedes  

urbanas 

Inversión en 

sedes 

urbanas 

Total  

de sedes 

Inversión 

total 

Amazonas 15   53.818  6  27.820  21   81.639  

Antioquia 144   217.057  90   354.745  234   571.802  

Arauca 71   90.469  16   43.973  87   134.441  

San Andrés 6  11.817  1  4.187  7  16.004  

Atlántico 6  11.884  20   76.460  26   88.344  

Bolívar 112   155.293  52   180.976  164   336.269  

Boyacá 21   34.501  32   85.069  53   119.571  

Caldas 41   43.633  25   60.558  66   104.191  

Caquetá 122   131.437  21   53.576  143   185.012  

Casanare 40   63.374  22   73.835  62   137.210  

Cauca 209   245.039  19   50.757  228   295.796  

Cesar 77   108.511  38   114.963  115   223.473  

Chocó 73   107.906  28   81.715  101   189.621  

Córdoba 157   249.819  40   137.443  197   387.261  

Cundinamarca 129   161.011  38   103.568  167   264.579  

Guainía 22   72.080  3  9.842  25   81.922  

Guajira  72   265.669  17   61.388  89   327.057  

Guaviare 71   94.158  11   26.204  82   120.362  

Huila 108   135.981  19   45.446  127   181.426  

Magdalena  37   105.933  32   122.563  69   228.495  

Meta 74   94.239  32   92.121  106   186.360  

Nariño  104   155.849  36   111.694  140   267.544  

Norte de 

Santander 
52   104.666  42   131.376  94   236.043  

Putumayo 63   99.543  13   47.908  76   147.450  

Quindío -   -  20   71.542  20   71.542  

Risaralda 27   32.158  21   67.694  48   99.852  

Santander 107   135.039  43   138.586  150   273.625  

Sucre 108   172.378  25   77.856  133   250.235  

Tolima 39   53.502  44   124.506  83   178.008  

Valle del Cauca 51   77.534  45   133.241  96   210.775  

Vaupés 45   64.654  6  27.146  51   91.800  










































































































































